Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 35 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“Carpeta N* 929/2012. Administración Nacional de Educación Pública. Régimen de 
Pasividades. Se deroga el artículo 1% del Decreto-Ley N* 14.414, de 12 de agosto de 1975. Mensaje y 
proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. (Distribuido N* 1492/2012)”. 


-La Comisión tiene mucho gusto de recibir al Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi, y al 
señor Subsecretario, licenciado Jorge Vázquez, quienes vienen acompañados por el Insp. Ppal. (R) 
Julio Guarteche, Director de la Policía Nacional; el Inspector General (R) Raúl Perdomo Rijo, 
Subdirector de la Policía Nacional; el doctor Charles Carrera Leal, Director General de Secretaría y el 
Asesor Legal Eduardo Florio, a los efectos de conocer su opinión sobre dos proyectos de ley que 
tenemos a estudio. Uno de ellos se titula: “Delitos cometidos por funcionarios policiales y tráfico de 
pasta base de cocaína” y el otro tiene que ver con la modificación de los artículos 72 y 76 del Código 
de la Niñez y la Adolescencia, estableciendo un régimen especial para adolescentes mayores de 
quince y menores de dieciocho años de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004. 


Consultamos al señor Ministro si prefiere analizarlos por separado o en forma conjunta. La 
idea es hacer un tratamiento lo más rápido posible pero, naturalmente, procurando no mezclarlos 
porque si bien refieren a una misma temática, el Gobierno los presenta como varios puntos en sí. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que corresponde separar los dos proyectos de ley y hacer lo propio con el 
vinculado al aumento de las penas en el caso del tráfico de pasta base y corrupción policial. 


En el proyecto de ley relativo al aumento de penas por tráfico de pasta base se maneja el 
concepto de fondo de que cuando se decomisa pasta base y el Juez interviniente la manda al Instituto 
Técnico Forense para ver de qué se trata, la respuesta es: clorhidrato de cocaína, y se procesa al 
involucrado por tal razón. 


El señor Subsecretario Vázquez y el Inspector Principal Guarteche llevaron a Estados Unidos 
varias muestras de pasta base para ser analizadas más a fondo que en el Instituto Técnico Forense, 
donde se determinó que en la composición había talio -que es un metal pesado que se utiliza en el 
veneno para ratas y que afecta la médula- insecticidas y agrotóxicos, elementos que tienen 
determinada acción sobre el cuerpo humano, más allá del clorhidrato de cocaína. 


En el proyecto de ley se establece que cuando exista algún componente dañino para la salud 
en el proceso de creación de la pasta base y del crack -que, para fumarlo y que produzca un 
efecto diferente, se mezcla con bicarbonato- se aumente la pena a un mínimo de tres años para que no 
sea excarcelable, y se mantiene el máximo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, el proyecto habla del aumento en un tercio en las penas de los 
policías. 


SEÑOR MINISTRO.- A los efectos del análisis, había planteado la posibilidad de separar los temas de 
la pasta base y la corrupción, a pesar de que están contenidos en un mismo proyecto. 


SEÑOR PASQUET.- Me gustaría saber si en la actualidad, cada vez que hay un caso que tiene que ver 
con la cocaína se analiza la sustancia en los laboratorios. Si esto fuera así, es de suponer que tenemos 
la base logística o la infraestructura necesaria para hacer los análisis cada vez que sea necesario, o 
sea, en todos los casos. De no ser así, la pregunta que quiero plantear es si estas disposiciones 
implicarían crear nuevos laboratorios o aumentar las dotaciones de los existentes, si hay condiciones 
para hacer esto en los casos en que se actúe relacionados con delitos en los que haya en juego 
cocaína. 


SEÑORA MOREIRA (CONSTANZA).- Quisiera hacer algunas preguntas, una de ellas en el mismo 
sentido que el señor Senador Pasquet. En cuanto al procedimiento pregunto: ¿para que las actividades 
conformen este delito hay que comprobar que la droga contenga los elementos mencionados? Y, dado 
que se eleva el mínimo a tres años de penitenciaría, ¿cuál es el número de personas que comete 
delitos de venta de pasta base? ¿A qué tipo de población carcelaria habría de aplicarse este proyecto 
de ley? ¿Hay mujeres? 


SEÑOR GUARTECHE.- Con respecto a la interrogante del señor Senador Pasquet, las razones que 
dan los Jueces en la actualidad están dirigidas al Instituto Técnico Forense. 


La Dirección Nacional de Policía Técnica tiene capacidad para hacer este tipo de análisis pero, debido 
al volumen de trabajo que tendremos, se hará necesario contar con un laboratorio específico en la 
Dirección Nacional de Drogas para evitar el traslado de la droga y para que se puedan buscar otras 
cosas. Por ejemplo, si nos asociamos con la Policía Federal brasileña o la DEA podremos determinar el 
origen de la droga, es decir, de dónde viene. Una de las cosas que nos sorprendió fue que de las 10 
muestras analizadas, que eran de varios países de Latinoamérica, por lo menos de la pasta base el 
origen era Perú y no Bolivia, como pensábamos. Como esos laboratorios ya tienen patrones de 
muestra, pueden determinar de qué lugar o de qué país proviene la droga. 


Para nosotros, es una información importante desde el punto de vista operativo. 


También desde el punto de vista operativo, si establecemos los tipos de corte que se hacen, 
podemos determinar un mismo origen, es decir, un mismo distribuidor dentro del país, y podemos ver 
cuál es su zona de influencia. Más allá de eso, podemos determinar en ese laboratorio cuáles son 
especificamente los agregados que se le introducen a la pasta base. Esto resulta un insumo muy 
importante para los servicios de salud, porque van a saber con qué están tratando. En este momento 
no tienen esa información y no pueden saber si la persona consume, por ejemplo, pasta base con talio, 
que no es lo mismo. 


A la vez, puede haber diferencias en cuanto al tipo delictivo. Nosotros, por ejemplo, en una 
ocasión logramos llegar en un procedimiento en el mismo momento en que un individuo del norte 
argentino estaba procesando pasta base con herbicida grado 3 de toxicidad, que no tiene antídoto. El 
individuo decía que en el proceso la toxicidad se perdía, pero nos quedamos con la duda y nunca 
supimos si eso realmente pasaba. Me parece que en este caso el tipo delictivo podría ser otro, quizás 
más grave que la distribución de drogas. 


En este momento tenemos capacidad para hacer esto, pero el laboratorio de Policía Técnica 
recibe una gran cantidad de muestras de otro tipo para analizar y no resultaría suficiente. 
Necesitaríamos otro laboratorio -que ya estaba previsto en la ley de creación de la Dirección de 
Drogas- para que trabaje específicamente sobre este punto. En el proyecto de Rendición de Cuentas 
está prevista esta compra, que no es de mucho valor, pero sí de mucha utilidad. 


SEÑOR PASQUET.- Me queda clara la conveniencia de contar con estos análisis. Mi pregunta es si 
existe la capacidad logística para hacer esto, porque no creo que nadie quiera que en algún momento 
se diga que hay determinadas causas, en trámite en la Justicia, detenidas o paralizadas porque no se 
han podido hacer los análisis, que son necesarios después de la aprobación de la ley. Si sancionamos 
este proyecto rápidamente -y es intención de todos darle el trámite más ágil posible, en la medida en 
que sea compatible con la seriedad que debe tener el trabajo legislativo- la cuestión es si ese 


laboratorio que se va a instalar o se va a ampliar va a estar en condiciones de operar cuando la ley 
entre en vigencia, para evitar situaciones como las que señalaba recién. 


SEÑOR GUARTECHE.- Realmente, no lo sé. Los señores Senadores saben que los tiempos del 
Estado a veces son un poco lentos, por lo menos para la velocidad con que necesitamos las cosas. 
Pero, mientras tanto, el laboratorio de Policía Técnica lo podría hacer sin ningún tipo de dificultad y 
pienso que esto no va a ser un problema para la aplicación de este insumo nuevo. 


SEÑOR CARRERA.- Lo que debemos tener claro es que hoy el laboratorio de Policía Técnica tiene la 
capacidad para hacer este tipo de análisis, porque así nos lo ha transmitido su Director. La idea nuestra 
es que la Dirección General de Represión del Tráfico llícito de Drogas tenga un laboratorio para realizar 
estos análisis, pero hoy ya existe capacidad para hacerlos. Como decía el Inspector Guarteche, hoy, 
cuando un Juez pide este tipo de análisis, lo solicita al ITF, que es una división que depende del Poder 
Judicial. En este caso, el procedimiento sería diferente: nos tendría que realizar la solicitud a nosotros, 
que tenemos la capacidad para hacer este tipo de análisis en una unidad nuestra. Creo que debemos 
hacer esa distinción. 


SEÑOR ROSADILLA.- La adquisición de este laboratorio -que actuaría en forma autónoma- nos 
aportaría una mayor definición de la que hoy tenemos para determinar el origen, la calidad, las 
especificidades, etcétera. Incluso en la hipótesis de que a través del Presupuesto se apruebe la 
adquisición de ese nuevo laboratorio, ¿estamos en condiciones de determinar los aspectos que 
mencionaron en forma autónoma o requeriríamos el apoyo de la Policía Federal Brasilera o de la DEA? 
¿Autónomamente, podríamos realizar esa trazabilidad o deberíamos seguir contando con esas 
asociaciones? 


SEÑOR GUARTECHE.- Podríamos hacer todo, excepto determinar de qué país proviene porque para 
eso necesitamos los patrones. El resto podemos hacerlo nosotros autónomamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera realizar una consulta que tiene que ver con la redacción de este 
proyecto de ley. La idea del Poder Ejecutivo es castigar aún más la pasta base. O sea, quien elabora y 
comercializa cocaína -que, obviamente, está fuera de la ley- si la vende en cualquiera de sus etapas 
sin haber logrado la pureza correspondiente, será castigado en mayor medida. Por lo tanto, cualquiera 
que elabore cocaína y no concluya en la forma pura, va a tener un castigo mayor que aquel que 
trafica, vende o comercializa cocaína pura. Si el objetivo es castigar más severamente a quien tenga 
sustancia que se encuentre en cualquiera de las etapas de elaboración de la cocaína que al que la 
posea en la forma pura, me parece que deberíamos redactar la norma de esa manera. Creo que no 
está claro que se pretende castigar más severamente a quien comercializa la sustancia en cualquiera 
de las etapas de generación de cocaína que a quien tenga en su poder el producto final. 


SEÑOR MINISTRO..- No se trata de la etapa del proceso en que se encuentre. Esta definición tomó en 
cuenta lo que dijeron los integrantes de la Brigada y la Junta Nacional de Drogas. Cuando se habla de 
crack, la cocaína utilizada finalizó su elaboración, y se la mezcla con bicarbonato para poder fumarla y 
no solamente aspirarla. En este caso, la cocaína es pura y esto también se castiga. En realidad, más 
que a tener en cuenta en qué etapa del proceso se encuentra, nos referimos a las sustancias con que 
se mezcla el producto, en la medida en que las mezclas que se pueden detectar ocasionan mayores 
perjuicios para la salud que el efecto que puede tener la cocaína. Esa definición la realizaron los 
técnicos. El proyecto admite cualquier modificación de redacción, pero en este caso estamos hablando 
de una definición propuesta por los técnicos. 


SEÑOR GUARTECHE.- Quisiera explicar un poco mejor este tema. La pasta base es el inicio del 
proceso para llegar al clorhidrato de cocaína. El crack es diferente: llega al proceso de clorhidrato de 
cocaína y se le agregan productos que lo hacen más nocivo. El proceso es diferente. Los países cuyo 
problema es el crack tienen más suerte que nosotros porque aquí se consume pasta base, que es 
infinitamente peor. En los dos casos se agregan elementos que hacen que sea peor el producto final, 
es decir, el clorhidrato de cocaína. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, no solo está el tema de las etapas de elaboración, sino lo relativo a 
la mezcla con otras sustancias, ya sea para estirarla o para generar otras formas de consumo. Ahora 
bien, puede ocurrir que no se pueda aislar la cocaína y que haya que elevar las penas para todas las 
formas de cocaína, o que se quiera diferenciar bien la cocaína pura del resto. Si es esto último, la 
redacción no me queda clara, aunque tal vez sean los términos técnicos correctos. 


SEÑORA MOREIRA.- Voy a insistir con mi primera pregunta sobre las consecuencias sociales del 
agravamiento de las penas para la población que trafica con estas sustancias, porque todavía no ha 
sido respondida. Estamos en el pleno de un debate en el cual por lo menos una parte sostiene que el 
endurecimiento de las penas no tendría un impacto positivo sobre el consumo de las sustancias. Esto 
se ha dado claramente con respecto a la marihuana, que está dentro de las estrategias de convivencia. 
Entonces, parecería que en el caso de la marihuana estamos tomando una dirección distinta que para 
la pasta base. En este último caso sí, estamos considerando que un agravamiento de las penas 
reduciría el consumo o la venta, pero no lo sé. Por eso, quisiera saber cuáles son los impactos 
esperados de un endurecimiento de las penas, sobre todo en términos del aumento de la población 
carcelaria y su tipo. Son dos preguntas distintas; la primera se refiere a la gente que trafica con esta 
sustancia y la segunda -que agrego ahora- a cuál es el impacto esperado sobre el uso de estas 
sustancias, es decir, si el endurecimiento de penas traería aparejado un menor uso de la pasta base. 


Quiero hacer una tercera pregunta. El Inspector Guarteche decía que había una diferencia 
importante entre el crack y la pasta base; me gustaría saber si hay alguna experiencia en Brasil, 
Argentina u otros países de la región con respecto a la aplicación de una legislación específica para las 
diferentes drogas. A su vez, si la hay, ¿cuáles han sido los resultados obtenidos? Quisiera esta 
información para no actuar a ciegas, sino sobre la base de un resultado esperado de un agravamiento 
de penas, dado que para la Bancada del Frente Amplio -y soy consciente que también para el 
Gobierno- esta no es una de las medidas más felices para tomar, ya que nuestra política y nuestra 
filosofía van en otro sentido. Supongo que el agravamiento de penas se propone porque se esperan 
resultados específicos de algún tipo. 


SEÑOR MINISTRO.- Lo que tiene que quedar bien claro es que lo que se penaliza es el agregado de 
otra sustancia. Si se encuentra cocaína pura, sigue vigente la legislación actual; no hay modificación. 
Esto trata de penalizar el uso de otras sustancias junto con la cocaína. Uno puede conocer a alguien 
que hace tres meses que consume pasta base y ver que está muy deteriorado, pero eso no se debe a 
la cocaína, sino a la sustancia que se le agrega. Al año el deterioro es todavía mayor y hay gente que 
no se recupera. En este caso, se penaliza el agregado de otra sustancia, pero no se modifica la pena 
en lo que tiene que ver con la droga en sí. Por otra parte, no se trata de actuar sobre el consumo sino 
sobre el tráfico. ¿Por qué se penaliza el tráfico? Porque el que trafica esto está produciendo un daño 
muy grande que es distinto del que produce quien trafica otra droga prohibida. No puede tener la 
misma pena una persona que trafica otra droga prohibida que el que opera con pasta base. 


Con respecto a la otra pregunta que quedó sin responder, quiero señalar que no creo que 
esta norma modifique la población, porque actúa sobre lo mismo que la ley actual. Concretamente, 
alarga los plazos de detención. 


En cuanto a si puede tener un efecto social, esa es una consideración que hacemos 
nosotros. Puede tener un efecto social -habría que analizarlo- en caso de que se penalice a mujeres 
con hijos porque es mucha la gente que participa y ellas lo hacen en varias etapas del proceso. Por 
ejemplo, hay mujeres detenidas que traen la droga de a kilo. Creo que en esta misma Comisión 
planteamos que las personas que han sido detenidas por tener en su casa una boca son las que han 
aumentado la población de las cárceles; por lo tanto, habría que estudiar otro tipo de condena. En este 
caso, es muy claro que la pasta base tiene un efecto nocivo, tanto para la persona que consume como 
para la sociedad y es diferente al tráfico de cualquier otra droga. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera preguntar si además de establecer un mínimo de tres años, no se 
pensó en fijar un porcentaje de agravamiento. Como se hace mención a los artículos 30 al 35 relativos 
a la pasta base o a las impurezas de la cocaína en su elaboración o adulteración, me gustaría saber, 
reitero, si no se está pensando en establecer un porcentaje de agravamiento mínimo. Pienso que 
usando este tipo de instrumento, en algunas circunstancias que se mencionaron el Juez puede actuar 


con mayor flexibilidad. Digo esto porque cuando se habla de un mínimo de tres años de penitenciaría, 
ya no hay otra forma. Aclaro que estoy pensando en voz alta. 


SEÑOR CARRERA.- Siguiendo lo expresado por el señor Ministro, por el artículo 35 se está 
modificando el régimen de los artículos 30 a 35 de la vieja ley de estupefacientes. Por ejemplo, el 
artículo 30 refiere a la producción. El que produce pasta base -que consideramos como veneno y por 
eso, a nuestro juicio, debe ser penado con mayor severidad- antes era castigado con una pena de 
veinte meses de prisión a diez años de penitenciaría. Nosotros proponemos que la pena para la pasta 
base sea, por lo menos, de tres años de penitenciaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es excarcelable. 
SEÑOR CARRERA.- No, señor Presidente. El artículo 31 refiere al que importa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con un porcentaje de agravamiento, la pena podría tener una extensión 
mayor, pero los casos que mencionó el Ministro podrían ser excarcelables. 


SEÑOR CARRERA.- No queremos ser benignos con aquel que produce un veneno. Entiendo lo que 
planea la señora Senadora Moreira cuando dice que hay un problema social, pero ahora quisiera 
terminar con el razonamiento que venía desarrollando anteriormente. El artículo 31 refiere a la persona 
que importara, exportara, introdujera en tránsito, distribuyera, transportara, tuviera en su poder, fuera 
depositaria, almacenara, poseyera, ofreciera en venta o negociara de cualquier modo. En este caso se 
aplica la misma pena que en el artículo anterior. En el artículo 31 -específicamente, en el último inciso- 
se expresa que no se pena la tenencia para consumo propio. 


El artículo 32 habla de quien organizara o financiara algunas de las actividades delictivas 
descritas en la ley proyectada, estableciendo una pena más severa. 


Por su parte, el artículo 33 tiene que ver con el tráfico internacional, es decir, hace hincapié 
en quien, desde el Uruguay, introdujera las sustancias de manera ilegal en países extranjeros. 


El artículo 34 refiere a quien, sin autorización legal, a título oneroso o gratuito, suministrare, 
aplicara o entregara las sustancias mencionadas en el proyecto, o promoviera, indujera o facilitara su 
consumo. Según esta disposición, dicha persona será castigada con una pena de 20 meses a ocho 
años de penitenciaría. 


El artículo 35 queda un poco abierto, de acuerdo con los tratados internacionales, pero 
nosotros decimos que se trata de una norma penal en blanco, ya que se puede modificar la lista de 
sustancias psicotrópicas y estupefacientes. 


En nuestro programa de Gobierno ya decíamos que se debía penar con mayor severidad a la 
pasta base, porque -discúlpeseme la expresión- es veneno, es peor que el crack, tal como lo explicaron 
el Inspector Guarteche y el Subsecretario, quienes pudieron comprobarlo cuando viajaron. En realidad, 
creo que no es en este proyecto de ley que debemos plantear la problemática social, sino a nivel del 
Código de Procedimiento Penal o del Código Penal, buscando medidas alternativas a la prisión. 
Justamente, hemos hablado entre nosotros y el Inspector Guarteche sugirió la posibilidad de usar, por 
ejemplo, las pulseras para atacar la problemática planteada por la señora Senadora Moreira. En el 
equipo hemos analizado que el tráfico se debe penar con mayor severidad, porque es algo que daña a 
la sociedad, más aun en el caso de la pasta base que no es una droga común sino una que causa 
muchos perjuicios. En la exposición de motivos señalamos que, en otro orden de cosas, el consumo de 
“pasta base de cocaína' es uno de los principales flagelos de nuestra sociedad. Genera daños 
inconmensurables y lleva a sus consumidores a niveles extremos de adicción y destrucción. Nuestro 
ordenamiento jurídico no distingue el tratamiento punitivo según el tipo de sustancia ilícita de que se 
trate. Independientemente de la misma, actualmente las penas no varían según el tipo de sustancia. En 
base a esto, entendiendo que esta sustancia ilícita genera un mayor daño que las otras que 
habitualmente se consumen, es que nosotros proponemos este tratamiento diferencial. Ese es uno de 
los motivos que nos llevan a proponer esta norma. La pasta base, como dije, es veneno, es una droga 


que causa muchísimo daño. Las normas penales forman parte del sistema penal, pero lo que está 
fallando es el tema de los procedimientos y las medidas alternativas que se pueden aplicar, teniendo 
en cuenta ciertas consideraciones sociales. Entiendo lo que propone la señora Senadora, pero ese 
aspecto debe ser analizado cuando aquí se estudie el Código de Procedimiento Penal, que establece 
medidas alternativas a la de prisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Observo que en el artículo 30 se habla de la producción, en el 31 de importación y 
distribución y que en la lista de drogas que producen dependencia también está incluida la marihuana. 
Ahora bien, dentro del paquete de medidas anunciadas estaba incluida la despenalización de la 
comercialización de la marihuana  -se dijo que iba a remitirse dicho proyecto, aunque no sé si se 
hará- por lo que advierto que esta iniciativa es un complemento de la otra. Por un lado, se 
despenalizaría la comercialización de marihuana y, por otro, se penalizaría mucho más severamente la 
comercialización -haciéndola inexcarcelable- de esta cocaína con impurezas. ¿Es así como se debe 
leer esto? 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que no; en mi opinión, son canales separados. Tal como decía el señor 
Director General de Secretaría, desde el principio se planteó penalizar más el consumo de pasta base 
por considerarla un veneno, teniendo en cuenta las sustancias que acompañan a la cocaína. Por eso 
dije que la intención de este proyecto de ley no es modificar las penas por el consumo de drogas, sino 
penalizar más la venta, producción y comercialización de las sustancias que componen esa droga, a 
diferencia de la marihuana o de la cocaína pura, en que estos elementos no están presentes. La 
finalidad de esta iniciativa, de alguna manera, sería penalizar más el tráfico de esta droga, tratando de 
buscar un corrimiento hacia otras. El señor Subsecretario Jorge Vázquez recién me señaló que hay 
una intencionalidad en la fabricación de la pasta base. Esta se ha ido perfeccionando: se le ponen los 
mismos productos pero, a la vez, se le agregan otros que eliminan los efectos inmediatos, de forma tal 
que se siga consumiendo. Es, precisamente, el consumo de estos últimos el que produce un deterioro 
muy grande a mediano plazo. Por esa razón, se trata de penalizar más esta droga, al igual que el 
crack, a diferencia de las otras. No existe un efecto compensatorio; lo que hay es un estudio sobre lo 
que produce el consumo de pasta base, qué hacen quienes la comercializan y cómo son conscientes 
de que están produciendo un daño, porque tratan de quitarle los efectos inmediatos, lo que hace que la 
droga sea aún más criminal. 


SEÑORA MOREIRA (CONSTANZA).- Tal como señala el señor Senador Moreira, creo que la lista | del 
Convenio sobre Sustancias Sicotrópicas del artículo 1? de la Ley de Estupefacientes incluye todas las 
drogas, incluso la marihuana. No sé si podremos encontrar alguna forma de salirnos de esa 
Convención para dejar afuera a la marihuana, pero ese es otro asunto. 


Me parece que la justificación del proyecto de ley del Poder Ejecutivo es que solamente 
estamos alterando el artículo 35, que es relativamente genérico, porque se refiere al tráfico, 
producción, importación, exportación, elaboración, comercialización y suministro. Como aquí no se 
produce la pasta base -según tengo entendido- lo que se penaliza es, básicamente, el tráfico, aunque 
también el suministro; o sea, el tráfico grande pero también el que suministra pasta base a otro. Es por 
eso que entiendo que en ese tráfico están involucradas mujeres, etcétera, y allí radica la preocupación 
social. De todas maneras, si miro el texto del proyecto de ley puedo ver que la modificación que se 
produce es en el artículo 35 y no en el resto. Sucede que ese artículo no se refiere al tráfico 
propiamente dicho sino que, reitero, es bastante más genérico; quiere decir que al modificarlo, estamos 
cambiando casi todo, excepto el consumo. 


Por lo que entiendo, la definición de pasta base figura en el artículo 35 Bis; por lo menos es 
la que tenemos para incorporar a nuestro protocolo interno sobre sustancias sicotrópicas que, según 
señaló el señor Presidente, se puede mejorar. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera saber si en la práctica se incauta cocaína en estado puro, porque la 
definición que tenemos aquí es muy amplia. Dice: “cocaína que contenga impurezas producto del 
proceso de elaboración y/o adulteraciones”. Con una fórmula de esta amplitud, ¿va a quedar cocaína 
pura o en los hechos estaremos yendo hacia un agravamiento de las penas para todas las conductas 
que se dan en la práctica? 


SEÑOR MINISTRO.- Sí, se incauta cocaína pura. Incluso, en las noticias periodísticas se diferencia 
cuando la incautación es de pasta base y cuando es de cocaína, tanto en el tráfico para otro destino 
como en lo interno, porque así se le transmite al periodista o así figura en el Juzgado. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Hay una idea del volumen relativo de una y otra cosa, de lo que es cocaína en 
estado puro y todas las formas de adulteración? ¿Existen números o porcentajes gruesos? 


SEÑOR GUARTECHE.- La cocaína en estado de pureza es reexportada hacia países europeos. 
Generalmente, la que se utiliza acá es más “cortada” porque tratan de obtener ganancias. Hay cortes 
que son inocuos y que solo le dan volumen a la cantidad de cocaína, pero otros no lo son. Entonces, si 
se hace un análisis se puede determinar con más certeza y es mucho mejor para que después se 
tipifique el delito. 


SEÑOR MINISTRO.- De la respuesta del doctor Guarteche surge que se incauta más cocaína que 
pasta base, porque es incautada cuando va en tránsito hacia otros países y por eso hay más volumen; 
pero no ocurre lo mismo con respecto al consumo. 


SEÑOR DA ROSA.- ¿Debe entenderse que el artículo 35 Bis que viene en el proyecto de ley es una 
especie de agregado al artículo 35 que actualmente integra la legislación penal, con un agravamiento 
de la pena si se cumple cualquiera de estas actividades definidas entre los artículos 30 y 35, y 
especificamente para el caso de la pasta base, de la cocaína en estado impuro o adulterada, que no 
sea apta para el consumo humano? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que si el tema es la pasta base porque es un veneno, deberíamos 
ponerlo a texto expreso. En tal sentido, propondría el siguiente texto: “Cuando las actividades delictivas 
descritas en los artículos 30 a 35 tengan por objeto material pasta base de cocaína en cualquiera de 
las etapas de su elaboración o cocaína adulterada no apta para el consumo humano, la pena a aplicar 
tendrá un mínimo de tres años de penitenciaría.” La redacción puede mejorarse, pero pienso que poner 
a texto expreso el tema de la pasta base identifica que no estamos cambiando la legislación vinculada 
a las drogas, a los artículos 30 y 35 de la vieja ley, sino que para el veneno -tal cual lo expresaba el 
doctor- estamos estableciendo un agravamiento a efectos de que, notoriamente, exista una pena 
mayor en los casos de tráfico, elaboración o comercialización. 


No sé si esto disuade o no, pero lo que se busca es que quien esté en la pasta base, sienta 
que su situación es más difícil, más “dura”. 


Esta propuesta se podría afinar, en todo caso, el texto podría decir así: “Cuando las 
actividades delictivas descritas en los artículos 30 a 35 tengan por objeto material la elaboración de 
pasta base de cocaína en cualquiera de las etapas de su elaboración” -que puede ser inicial o estar 
más cerca de la cocaína- “o cocaína adulterada” -es decir que se llegó a la cocaína y se le agregó otra 
sustancia- “no aptas para el consumo humano”, -tal como expresa la redacción remitida- “la pena a 
aplicar tendrá un mínimo de tres años de penitenciaría.” 


Reitero que podríamos afinar esta propuesta pero creo que es mejor establecer a texto 
expreso lo concerniente a la pasta base, en su calidad de veneno, sin modificar la ley vieja relativa a 
estupefacientes. 


SEÑOR MINISTRO..- En líneas generales, está bien la aclaración. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con atención las dudas planteadas porque creo que todos las 
tenemos, para lograr definir concretamente de qué se trata, qué se penaliza con mayor severidad, con 
una pena mínima de tres años de penitenciaría. En las listas que hacen referencia a esas sustancias - 
en la Convención Única sobre Estupefacientes de Nueva York y el Convenio sobre Sustancias 
Sicotrópicas de Viena- no figura la pasta base, no está definida como droga. La pasta base es un 
concepto nuevo que hace referencia a una mezcolanza de la cocaína con otras sustancias, pero no 
existe forma de precisarla técnicamente. Quiere decir que esta sustancia no es fácil de caracterizar por 
lo que en el día de mañana a un Juez se le puede presentar la duda de si debe aplicar la pena de tres 


años como mínimo de penitenciaría o la de veinte meses de prisión. La sustancia podría estar en el 
límite de lo considerado como “cocaína estirada”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pienso que la redacción propuesta puede ser viable. No cabe duda respecto a 
la justeza de la propuesta en el sentido de que define con claridad el concepto de “impurezas producto 
del proceso de elaboración y/o adulteraciones no aptas para el consumo humano”. No se trata de que 
se le eche agua al vino, logrando dos litros -o más- en lugar de uno, que es una picardía sin 
demasiadas consecuencias, sino de que al vino le agreguemos algún otro elemento que sí pueda 
afectar la salud humana. Me parece que esta posibilidad está bien definida en el proyecto porque allí 
se habla de “adulteraciones no aptas para el consumo humano”. 


A mi juicio, el artículo podría quedar tal como está, pero también considero que la corrección 
no lo desmejora. 


En lo personal, tengo alguna duda con respecto a la cadena que va desde la producción al 
consumo. Se me plantea la duda de si quienes participan de esa cadena tienen posibilidades de 
conocer si se llevaron a cabo o no las “actividades descritas en los artículos 30 a 35”, es decir, si los 
involucrados necesariamente saben el detalle de los procesos de la cadena de elaboración. Estamos 
hablando de un eslabón de la cadena, donde están quienes producen adulteraciones o elaboran el 
producto básico sabiendo que tiene impurezas. Ese es un eslabón de la cadena, pero otros no 
necesariamente tienen las condiciones técnicas o la pericia práctica para poder determinar que el 
producto que ayer vino en una condición hoy lo hace en otra. Sin embargo, en la penalización, todos 
los eslabones quedan comprendidos por igual por el resultado final. No me complica mucho, pero dejo 
planteado el tema a título expreso. 


SEÑOR GUARTECHE.- En primera instancia, con respecto a lo que decía hoy el señor Senador 
Moreira, quiero aclarar que la redacción debe ser así porque hay muchas formas de hacer pasta base 
con muchos recursos químicos diferentes. Tanto es así que, generalmente, los traficantes lo hacen con 
lo que tienen disponible en el momento. Entonces, sería muy difícil -diría, prácticamente imposible- ir a 
una definición más precisa. 


Desde el punto de vista físico, es fácilmente visible qué es pasta base y qué no; podríamos 
compararlo con un vaso de agua. La cocaína es hidrosoluble porque si se la deja caer va 
desapareciendo, pero eso no ocurre con la pasta base pues permanece intacta ya que no es 
hidrosoluble. Es decir que cualquier persona que tenga circuito y venda, sabe cuándo está 
comercializando pasta base y cuándo no. 


SEÑOR LORIER.- Simplemente, quiero señalar que estamos de acuerdo con la esencia del proyecto 
de ley y los elementos centrales que lo impulsan. 


Con respecto a esa modificación que se señalaba, con la que estuvimos de acuerdo, deseo 
precisar que en la exposición de motivos del proyecto de ley se establece en dos oportunidades 
concretas que sea pasta base de cocaína. Por lo tanto, estaríamos poniendo en concordancia la 
exposición de motivos -que, repito, en dos ocasiones alude a ese tema- con el artículo que lo 
mencionaría de esa forma. 


Simplemente, quería dejar esa constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otras observaciones sobre el artículo 4%, que agrega un artículo 35 
Bis al Decreto Ley N*14.294, pasaríamos al resto del proyecto de ley, como decía el señor Ministro, 
separando los tantos. 


SEÑOR MINISTRO..- En este caso, también vamos a diferenciar lo que viene como proyecto de ley y 
algo que propone el equipo después de estudiarlo. 


Es claro lo que establece el proyecto de ley. En los casos en que la Ley Anticorrupción prevé 
penar, se propone aumentar la pena un tercio en el mínimo y otro tercio en el máximo cuando los actos 
de corrupción hayan sido ejecutados por policías o por funcionarios policiales o civiles que actúen en 
cárceles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Sería un agregado? 


SEÑOR MINISTRO.- No, ya está en el proyecto de ley. Esa es la esencia de la iniciativa: penalizar más 
a quienes tienen el papel de evitar que se produzcan determinados hechos y utilizan su poder para 
lucrar. Es sencillo. 


Al mismo tiempo, entendemos que no debe abarcar solo a los policías, sino a cualquier 
persona que tenga poder y lo utilice indebidamente, como pueden ser los Fiscales, Jueces o 
funcionarios de la Aduana y de la Dirección General Impositiva. El proyecto de ley que viene del Poder 
Ejecutivo propone algo tan sencillo como aumentar en un tercio la pena para esos casos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera que el señor Ministro nos envíe una redacción para evaluarla. 
SEÑOR MINISTRO..- Así será. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a los tres primero artículos a consideración, tiene la palabra la 
señora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA (CONSTANZA).- Junto con el señor Senador Pasquet observamos que la 
exposición de motivos hace referencia a cualquier operador penitenciario o funcionario del INAU. La 
pregunta que me surge es si cuando se habla de establecimientos de reclusión o detención, también 
quedan comprendidos los establecimientos de rehabilitación. 


SEÑOR MINISTRO..- No; no están comprendidos. 
SEÑORA MOREIRA (CONSTANZA).- Entonces, requiere que se agregue un adicional. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El artículo 22 comprende a los efectivos militares? 


SEÑOR GUARTECHE.- Yo soy Policía y entiendo que, si menciona a los policías, también tendría que 
referir especificamente a todos los demás funcionarios públicos que están incluidos; de lo contrario, 
tendría que buscarse una expresión como, por ejemplo, “los funcionarios encargados del cumplimiento 
de la ley”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es claro; pero sería bueno que nos acercaran a la brevedad una redacción. 
Inclusive, tal vez haya que pulir el artículo 2% para que no se genere una discusión judicial sobre sus 
alcances. 


Si los señores Senadores no tienen más preguntas, pasamos al siguiente proyecto de ley. 


Está a consideración el Proyecto de ley del Código de la Niñez y de la Adolescencia, por el 
que se modifican los artículos 72 y 76, y se establece un régimen especial para adolescentes mayores 
de quince y menores de dieciocho años de la Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004. 


SEÑOR MINISTRO..- Primero voy a hablar en forma general. 


Cuando se redactó este proyecto de ley establecimos la diferencia entre modificar el Código 
de la Niñez y de la Adolescencia y redactar un Código de Responsabilidad Penal Juvenil, que a nuestro 
entender es más completo porque debemos ir más a fondo. Es por eso que el artículo 2” establece 


convocar una comisión para proponer una modificación del Código en un plazo de 30 días. En este 
entendido, se hacen mínimas modificaciones. 


La primera de ellas es que un menor acusado de delitos graves o gravísimos no pueda salir 
en libertad si no lo determina un Juez. La idea es que no suceda más que el menor salga en libertad 
porque el Juez no se pronunció, y a los pocos días, como ha pasado, se cometan delitos muchísimo 
más graves, incluso reiteradamente. 


En segundo lugar, se establece que en el caso de delitos graves comprobados, la pena 
mínima sea de un año. 


Luego se determina que, para pedir la libertad, el menor tenga que haber cumplido por lo 
menos la mitad de la pena. 


Y, por último, se establece que en el caso de delitos graves realizados por un menor, el Juez 
actuante tenga la obligación de enviar los antecedentes a un Juez de Mayores y convoque a los padres 
para estudiar la situación, porque muchas veces ha pasado que son los propios padres los que lo 
incitan a cometer delitos o, en otros casos, no controlan en absoluto -a pesar de tener elementos para 
hacerlo- qué están haciendo sus hijos. 


Estos son los aspectos centrales del proyecto, que entendemos que debe profundizarse con la 
redacción de un código de responsabilidad penal juvenil que separe, del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, todo lo que tiene que ver con infracciones. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera plantear dos o tres preguntas porque es un tema que hemos tratado 
mucho en la Comisión sobre minoridad infractora de las dos Cámaras, que ha recibido a operadores 
judiciales, al Ministerio del Interior, etcétera. Incluso, ahora estamos trabajando en este tema y hace 
apenas diez días recibimos a dos integrantes de la Suprema Corte de Justicia y tuvimos un intercambio 
de opiniones muy rico sobre esta temática, que está siempre en la conversación. 


Justamente, cuando concurrieron el doctor Gutiérrez y el doctor Chediak a esa Comisión y les 
preguntamos sobre la actual normativa del Código de la Niñez y la Adolescencia -que, a pesar de ser 
muy moderno, parece haberse visto rebasado por la realidad y requerir modificaciones- ellos nos 
respondieron que, efectivamente, entendían que algunas disposiciones debían tener una mayor 
severidad, teniendo en cuenta esta realidad que hoy se vive. En ese momento nos hablaron del 
establecimiento de penas mínimas y también del alargamiento de las penas máximas, es decir, de una 
correlación armónica entre las dos disposiciones. También se planteó que se limitara definitivamente la 
discrecionalidad judicial, que en algunos casos ha tenido como consecuencia homicidios. El caso más 
claro fue el del menor apodado “El Pelón”, que cometió un homicidio y el Juez lo mandó para la casa; 
después cometió otro y lo volvieron a liberar, y posteriormente cometió un tercero. De manera que 
limitar esa discrecionalidad judicial nos parece una buena cosa; estamos totalmente de acuerdo con 
que el Juez no tenga -si es demasiado benigno- en el caso de infracciones gravísimas, la potestad de 
mandar al menor para su casa, y que vuelva a delinquir como ha sucedido en varias oportunidades. 


Personalmente habíamos presentado proyectos en este sentido, tratando de establecer una correlación 
con la privación de libertad de los mayores y haciendo inexcarcelables las penas por algunas 
infracciones. Sin embargo, me parece que una de las disposiciones incluidas en este nuevo proyecto 
es más indulgente que la anterior, porque se exige que el homicidio intencional sea con agravantes. 
Actualmente el homicidio intencional es infracción gravísima. Ahora el homicidio tiene que ser peor, con 
pluriparticipación y con los agravantes especiales que tiene la figura. Entonces, ¿por qué no nos 
quedamos con el homicidio intencional? ¿Para qué vamos a exigir que haya agravantes? 


Estamos de acuerdo con el mínimo dispuesto, aunque nos parece que es poco. Es más, los 
jueces nos explicaron que hay una afianzada jurisprudencia que hace que los jueces apliquen a los 
menores una sexta parte de la pena privativa de libertad que se impone a los mayores por la 
proporción que hay entre los dos máximos de pena: los treinta años en los mayores y los cinco años en 
los menores. Por consiguiente, aplican un sexto -que no sé de dónde sacan tal cosa- y el promedio de 


las penas privativas de libertad que se fijan en caso de delitos gravísimos, según lo que nos dijeron, es 
de siete u ocho meses, lo cual es absolutamente poco porque no se rehabilitan y no hay ninguna duda 
de que salen a delinquir de inmediato. Todo esto, a pesar de que hemos mejorado y no tenemos la 
cantidad de fugas que se daban hace un par de años. En ese sentido creo que el INAU ha 
evolucionado positivamente. 


Se ha dicho que el Ministro estaría de acuerdo con que se extendiera el máximo de las 
penas, llevándolas de cinco a diez años, tal como lo establece el viejo Código Penal de 1934 en cuanto 
a los menores. Entonces, ¿no estamos en un mundo que nos exige mayor severidad? Además, para 
procesar la reeducación de algunos menores reincidentes, ¿no tendríamos que tenerlos recluidos más 
tiempo que el dispuesto, en primer lugar, para evitar que cometan delitos y, en segundo término, para 
tratar de rehabilitarlos? Ese es el doble propósito que debe perseguir cualquier legislación sobre 
minoridad. 


Hace unos días consulté al señor Presidente si aquí no podíamos abrir una instancia de 
diálogo para modificar este proyecto, de manera de poner penas máximas y tratar de elevar las penas 
mínimas. Pregunto si tenemos esa posibilidad o, simplemente, estamos cerrados con este texto, que 
creemos mejora la situación actual pero que a nuestro juicio es insuficiente. Por tanto, quisiera saber si 
podemos abrir un camino de diálogo en esa materia. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera hacer una breve precisión. Cuando mandamos los proyectos de ley al 
Parlamento, lo hacemos abiertos a cualquier modificación. Es decir que si hay un debate, es bueno que 
este se dé en el Parlamento. 


Para referirse al tema planteado por el señor Senador, le cedo el uso de la palabra al Director 
Carrera. 


SEÑOR CARRERA.- Siguiendo la lógica que planteaba el señor Ministro, hoy tenemos un régimen de 
responsabilidad penal juvenil que está establecido en el Código de la Niñez y la Adolescencia. De 
acuerdo a ciertos compromisos que se asumieron oportunamente, se creó la Comisión a que hacía el 
señor Senador Moreira, la cual está trabajando en la redacción de un nuevo Código Penal Juvenil; a 
ello hace referencia el artículo 4 del proyecto de ley a estudio de los señores Senadores. 


Aquí tratamos de introducir modificaciones a los efectos de adaptar el Código de la Niñez y la 
Adolescencia a la actualidad. 


En lo que refiere específicamente al artículo 72, antes se trataba de homicidios y estos 
podían ser culposos o dolosos. Creo que hablar de inintencional es una exquisitez porque el artículo 
310 del Código Penal es el que establece el homicidio, cuando hace la siguiente referencia: “Al que con 
intención de matar, diere muerte a alguna persona, será castigado con veinte meses de prisión a doce 
años de penitenciaria”. Estas infracciones incluidas en el artículo 72 son gravísimas. Me refiero al 
homicidio intencional -no el homicidio culposo- las lesiones gravísimas, la violación y tentativa de 
violación, la tentativa de rapiña, la privación de libertad, el secuestro, la extorsión, el tráfico de 
estupefacientes y otras conductas que estén establecidas en el Código Penal y que sean penadas con 
una pena igual o superior a seis años. Para esos casos nosotros establecimos que debe haber un 
procedimiento de mayor severidad y, en principio, quisimos sacar la discrecionalidad del Juez, mientras 
todos se pongan de acuerdo en esta Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- Tal vez esté equivocado, pero el homicidio intencional -el que con intención de 
matar dé muerte a una persona- es un homicidio doloso. ¿Por qué tiene que ser con agravante para 
ser gravísimo? Me parece que se dulcifica el trato. El homicidio puede ser doloso, culposo o 
ultraintencional, y me parece que este es el doloso. 


SEÑOR CARRERA.- El argumento central es que el homicidio simple es excarcelable, con veinte 
meses de prisión y nosotros no podemos aplicar a menores de 15 a 18 años un sistema más severo 
que el previsto para adultos. Si los señores Senadores leen los agravantes del 311 y 312, pueden ver 
que hay una especial intención, es decir que existe dolo en las conductas de esos adolescentes y es 


por eso que se establece de esta manera. El numeral 1* del artículo 311 se refiere a cuando un menor 
mata a sus padres con intención de hacerlo; el numeral 2%, a cuando actúa con premeditación; el 
numeral 3%, por medio de veneno. A su vez, el artículo 312 prevé cuando el homicidio se realiza con 
brutal ferocidad, por precio, por encargo, a través de un incendio o para preparar o facilitar otro delito 
y puede ser en concurrencia. Eso es lo que se tuvo presente al redactarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, ¿la razón es que esta pena sería más severa porque se establece esa 
mínima inexcarcelable y que, como un Juez de mayores podría liberar a un homicida intencional, la 
pena de un menor podría ser más severa que la de un mayor? Entonces, hay que agravar la pena del 
homicidio intencional. 


SEÑOR CARRERA.- La primera modificación está incluida en la nueva redacción del artículo 72, que 
divide las infracciones en gravísimas y graves. Nosotros establecimos un régimen especial -se agrega 
el artículo 116 Bis- para las infracciones gravísimas cometidas por menores entre 15 y 18 años. Allí se 
prevé lo que decía el señor Ministro: que la privación cautelar de libertad será preceptiva hasta el 
dictado de la sentencia definitiva; las medidas privativas de libertad tendrán una duración no inferior a 
12 meses; una vez ejecutoriada la sentencia de condena, el cese de privación de libertad solo podrá 
solicitarse cumplida la mitad de la pena; las medidas de privación de libertad deberán ser cumplidas en 
establecimientos especiales, separados de los adolescentes privados de libertad por el régimen 
general, y así sucesivamente. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: comparto la preocupación planteada por el señor Senador 
Moreira. Sin dejar de reconocer que la referencia a las normas del Código Penal común puede explicar 
la redacción que aquí se propone, me parece que el resultado final termina siendo incongruente, 
porque consideramos infracciones gravísimas aquellas en las que hay lesiones gravísimas -numeral 2*- 
pero no el homicidio intencional. Entonces, si el menor que comete el delito ataca violentamente a una 
persona con la intención de matarla pero no lo logra y le causa lesiones gravísimas, el delito que 
comete se considerará infracción gravísima. Sin embargo, si logra ir más adelante en su propósito y 
efectivamente lo mata, ya no será gravísimo. Me parece que ahí hay una incongruencia. De pronto 
estos problemas existen en el Código Penal común y no niego que ello pueda ser así. Pero si 
simplemente lo miramos con sentido común, no puede ser que sea gravísima la agresión y no lo sea 
el homicidio intencional. Me parece que en este punto se debería mantener la redacción que se 
pretende modificar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tampoco debería suceder que, por ejemplo, un adulto y un menor cometieran 
un homicidio y que el primero quedara privado de libertad y el segundo fuera excarcelable. Debemos 
lograr que entren todas las piezas, por decirlo de alguna manera. 


SEÑOR CARRERA.- Tal vez habría que cambiar la expresión “homicidio intencional” por “homicidio 
doloso”, porque en el numeral 10) la tentativa de homicidio está abarcada por la tentativa de homicidio 
doloso. Para el homicidio culposo se establece una pena mínima de 20 meses, la lógica indica que 
quedaría desacompasado. Por eso, me parece que el régimen penal juvenil debería seguir un criterio 
lógico con relación al Código Penal, que es la normativa que se aplica a los mayores. 


Si el señor Presidente lo autoriza, le cedería el uso de la palabra al doctor Florio que ha 
participado de la redacción del proyecto de ley. 


SEÑOR FLORIO..- El artículo 310 del Código Penal establece, para el homicidio simple lo siguiente: “El 
que, con intención de matar, diere muerte a alguna persona, será castigado con veinte meses de 
prisión a doce años de penitenciaría.” Si en la redacción dada por el artículo 72 mantenemos solo la 
palabra homicidio, logramos establecer un sistema diferencial en el caso de menores, con respecto a 
los mayores. La idea es acompasar el sistema de menores al de mayores. Por lo tanto, se busca que la 
discrecionalidad del Juez sea limitada para el caso de que el homicidio sea intencional, con agravantes 
especiales, en cuyo caso podría ser, como señaló el doctor Carrera, doloso. Pero si decimos que el 
homicidio es gravísimo, pura y llanamente, estamos estableciendo un régimen diferencial respecto del 
Código Penal. El sistema infraccional juvenil sería más duro que el propio Código Penal. 


SEÑOR PASQUET.- Lamento no tener a mano un Código Penal, pero me parece que aun en los 
términos en que se acaba de plantear el tema, las consecuencias no son esas, porque por el artículo 
310 la pena mínima son 20 meses de prisión, sin embargo, si aplicásemos estas normas que se 
proponen para el Código de la Niñez y la Adolescencia al homicidio intencional puro y simple, sin 
agravantes especiales, el mínimo de reclusión sería de 12 meses; o sea, estaríamos por debajo de la 
norma del Código Penal ordinario que establece 20 meses de prisión. Se mantiene el criterio de que la 
norma penal juvenil es menos severa que la norma del Código Penal ordinario: en una hay una 
privación de libertad de 12 meses y, en la otra, un mínimo de 20 meses. Me parece que no hay tal 
incongruencia. En todo caso, sí resulta incongruente que dejemos las lesiones gravísimas como 
infracción grave en el Código de la Niñez y la Adolescencia y saquemos el homicidio intencional. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quería referirme a un tema diferente al que ahora estamos tratando. Sería 
mejor terminarlo, para luego realizar mi intervención. 


SEÑOR PASQUET.- Si me permiten, quisiera agregar que mirando unas fotocopias del Código Penal 
que me acercaron, la pena mínima para las lesiones gravísimas es de 20 meses de prisión, igual que 
para el homicidio intencional, puro y simple, sin agravantes especiales. La diferencia radica en que las 
lesiones gravísimas en este proyecto siguen siendo infracciones gravísimas en el Código de la Niñez y 
la Adolescencia, en cambio, se excluye de ese elenco el homicidio intencional, cuando la pena mínima 
para ambas figuras es la misma. 


SEÑOR CARRERA.- Los delitos se dividen en culposos o dolosos; si son culposos es porque la 
persona no tuvo intención de cometerlo, sino que no se comportó bajo las reglas debidas o no aplicó 
las reglas del buen padre de familia, como nos enseñaron en la Facultad. Si a los señores Senadores 
les parece bien, podrían cambiar la expresión “homicidio” por “homicidio doloso”, para que rijan esas 
reglas o, como mejor les parezca, también se podría eliminar las expresiones “intencional” y “las 
agravantes”. Pero nosotros consideramos que el artículo 310 establece el concepto del homicidio, y 
después hay una serie de figuras en relación a las agravantes que están allí establecidas. Además, 
nosotros introdujimos modificaciones para actualizar al momento que estamos viviendo el Código de la 
Niñez y la Adolescencia, que parte de ciertos convenios internacionales en los que siempre se hace 
esa distinción entre el Código Penal de mayores y el de menores. Nosotros no quisimos hacer 
modificaciones para distorsionar en demasía, sino que el cambio fuerte del régimen penal juvenil tiene 
que darse -tal como decía recién el señor Ministro- en un nuevo Código Penal Juvenil o lo que se 
acuerde en este Cuerpo. Cuando nos propusimos trabajar en este tema, esa fue nuestra mentalidad, 
pero los señores Senadores darán la redacción que más les complazca o que se ajuste mejor a la 
realidad. 


SEÑOR ROSADILLA.- Me gustaría que el señor Ministro -o quien él designe- nos diera una 
explicación extensa sobre el artículo 2% por el que se agrega el numeral 16. En realidad, quiero 
comprender claramente los alcances de dicho numeral. La frase final de dicho numeral dice: “En tal 
caso, los informes técnicos se realizarán paralelamente al proceso de la audiencia por el equipo 
técnico que determine la Sede. La eventual carencia de estos informes no obstará a que el Juez dicte 
sentencia definitiva”. Puedo entender esto en algunos casos, pero en otros no me queda claro. Por 
ejemplo, si lo que estuviese en juego fuera una pericia técnica con la que se determine el estado 
psiquiátrico de la persona, y ese informe técnico no existe, ¿el Juez puede dictar sentencia sin haber 
dilucidado ese aspecto técnico? 


SEÑOR MOREIRA.- Si no me falla la memoria, esto ya fue establecido en aquel paquete de artículos 
que aprobamos en la Comisión Bicameral, como consecuencia del sonado caso de “El Pelón”, donde el 
Juez alegó que como no tenía el informe psicosocial del INAU, lo liberaba y no dictaba sentencia. En 
ese caso, todo el mundo opinaba que ese informe no era preceptivo, es decir, que se podía dictar 
sentencia sin el mismo. Estoy casi seguro de que nosotros dijimos que ese informe no era preceptivo, 
por lo que me parece que esto ya está previsto legalmente en ese paquete de leyes que votamos. 


SEÑOR FLORIO.- En el caso del segundo inciso, es así como se explicó. En el primer inciso se 
establece una forma de agilizar el proceso por conformidad de las partes. Por eso se establece que en 
caso de conformidad de las partes, al finalizar la audiencia preliminar se podrá efectuar, en sustitución 
de la sentencia interlocutoria que da inicio al procedimiento, el dictado de sentencia definitiva, previo 


traslado en la propia audiencia y por su orden, al Ministerio Público y a la Defensa, a fin de que 
efectúen sus alegatos. 


Esta es una forma de acotar el proceso en virtud de que, en reiterados casos, se extendió más allá de 
los 90 días, que es el plazo que debía durar la internación. Por ello, la idea es agilizar los procesos 
judiciales y la innovación estaría en el primer inciso y no en el segundo. 


SEÑOR ROSADILLA.- No me caben dudas de que esto ya estaba y de que no es ninguna novedad. 
Simplemente, quiero hacer notar que una cosa es remitirnos al informe psicosocial y que, en su 
ausencia, pueda recaer sentencia definitiva, y otra, distinta, es referirnos extendidamente a los 
informes técnicos. Me gustaría saber si estos podrían invalidar -lo estoy preguntando porque no soy 
técnico; aunque no parezca, lo hago con modestia- alguna pericia técnica que pudiera ser necesaria 
para que el Juez adopte una sentencia definitiva. A modo de ejemplo, cito el caso de que se cuestione, 
por razones psiquiátricas, la imputabilidad de alguien que haya cometido un delito. Es una duda que 
quiero plantear a quienes tienen más formación y experiencia. 


SEÑOR FLORIO.- Quiero aclarar que eso queda a criterio del Juez. Si él considera que esos informes 
son imprescindibles, puede no dictar sentencia definitiva y esperar a que lleguen. Lo que aquí se 
pretende es agilizar los procedimientos y que el Juez determine si dichos informes son o no 
necesarios. Entonces, la eventual carencia de ellos no obsta que el Juez dicte sentencia definitiva. 


SEÑOR PASQUET.- Creo, señor Presidente, que la llave del asunto la tienen ambas partes, tal como 
se expresa al comienzo del numeral 16 que se propone agregar: “En caso de conformidad de las 
partes”. A su vez, la siguiente oración de este numeral comienza con la expresión “En tal caso”. ¿Qué 
caso? Aquel a que se refiere la frase anterior, o sea, en caso de conformidad de todas las partes. Si la 
pericia en cuestión es considerada vital por la defensa o por la acusación, entonces no habrá 
conformidad para ir a este procedimiento abreviado, en cuyo marco puede prescindirse, etcétera. 


SEÑORA MOREIRA (CONSTANZA).- Considero que el artículo 3", por el que se agrega el artículo 116 
Bis -que debe ser uno de los más importantes; confieso mi ignorancia en el tema- contiene tres o 
cuatro elementos significativos: la privación cautelar de libertad con carácter preceptivo, las medidas 
privativas de libertad con una duración inferior a los doce meses, el cumplir la mitad de la medida antes 
de obtener la libertad, además de una separación del régimen general de los adolescentes privados de 
libertad. Me gustaría que se refirieran a este asunto, describiendo la realidad actual. Por ejemplo, las 
medidas privativas de libertad para estos casos, ¿suelen tener una duración inferior a doce meses? Lo 
pregunto porque no sé cuánto se está innovando con respecto a lo que sucede hoy día. 


SEÑOR MINISTRO.- Este punto B) del artículo 116 BIS innova totalmente porque no había pena 
mínima y acá se establece una mínima de doce meses. Este es uno de los elementos más importantes 
e, incluso, fue citado por el señor Senador Moreira en su intervención, cuando decía que estaba de 
acuerdo con establecer una pena mínima y pensaba que tenía que ser más alta. Hoy sabemos que 
muchos menores que fueron procesados -o por lo menos estudiados- por rapiñas probadas, en una 
cantidad de casos fueron devueltos a los padres o cumplieron prisión domiciliaria y reincidieron 
inmediatamente, cometiendo a veces delitos más graves. Aquí se plantea poner una mínima para que 
eso no suceda. 


Hoy traté de empezar por ahí. Entendemos que esto está hecho con la lógica de que el 
menor que comete determinados delitos tiene que recibir medidas socioeducativas, pero también 
creemos que en un Código de responsabilidad penal juvenil tiene que recibir sanción social. Tiene que 
saber que está recibiendo una medida socioeducativa, pero también una sanción social, para que no 
piense que cometiendo delitos accede a un beneficio. Como nos quedamos a medio camino porque 
estamos con una modificación del Código de la Niñez y la Adolescencia, entendemos que no debe 
seguir pasando -y está ocurriendo muy reiteradamente- que el Juez devuelva a sus padres a quien 
está probado que cometió determinados delitos. Aquí me están diciendo que han sido cincuenta y ocho 
casos en lo que va del año -quizá nuestro cálculo sea poco riguroso y sean más- y cometen diez 
rapiñas por mes. Pero no hay que multiplicar cincuenta y ocho por diez porque puede ocurrir que se 
junten tres o cuatro muchachos para delinquir. Esto explicaría una cantidad de rapiñas que se realizan 
hoy en día y que, a nuestro juicio, están muy mal tratadas y encauzadas. 


Acá se está planteando que, por lo menos en los casos de delitos graves, se imponga una 
pena mínima de doce meses. A su vez, el punto A) también es nuevo y establece que pueda recuperar 
la libertad si el Juez la concede, pero no porque no se haya pronunciado. Esos dos elementos son 
nuevos y quedan en función de los mínimos. El punto C) dice que solamente se puede pedir la libertad 
anticipada luego de haber cumplido la mitad de la pena. 


No queremos discutir si es más conveniente aplicar “mano dura” o “mano blanda”; la “mano 
dura” y las medidas sociales, por sí solas, no sirven para nada. Hay algunos casos que requieren 
“mano dura”, mientras que otros no, pero negarse a corregir un efecto social porque puede ser 
considerado “mano dura”, es un error. 


SEÑORA MOREIRA (CONSTANZA).- No fue un juicio de valor, sino una pregunta. 
SEÑOR MINISTRO..- Esta es mi respuesta a algo que, por mi parte, no fue entendido como broma. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero plantear una cuestión técnica. 


Estamos agregando al Código de la Niñez y la Adolescencia un artículo 116 BIS que, según 
entiendo, no tiene nada que ver con la Ley N* 18.778, que modifica el artículo 116 de la Ley N* 17.823. 
Es decir que estamos agregando un artículo adicional y, por lo tanto, no existe una redacción anterior. 
Entonces, nombramos todas las modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia, o no 
nombramos ninguna porque se trata de un artículo nuevo. 


SEÑOR CARRERA.- Precisamente, lo que pretendemos es agregar un nuevo artículo que establece 
un régimen especial nuevo para el caso de las infracciones gravísimas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está claro, pero no estamos modificando sino agregando un artículo 
nuevo, lo que no tiene nada que ver con que hayamos modificado el artículo 116, el 72 u otras 
disposiciones. 


SEÑOR CARRERA.- Efectivamente, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, habría que aclarar que se está agregando un artículo luego del 116, 
pero eso correrá por nuestra cuenta. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: tengo necesidad de expresar una reflexión, puesto que en 
ocasión de una visita a la Colonia Berro estuvimos en uno de los Pabellones y allí nos encontramos 
con que las personas que estaban en él realizaban un conjunto de actividades muy importantes para 
ellas como, por ejemplo, huertas, cría de cerdos y gallinas, etcétera. Estoy hablando de un conjunto de 
actividades productivas -por llamarlas de alguna manera- llevadas a cabo con bastante libertad y, en 
ese momento, la Directora nos advirtió que quienes las realizaban eran jóvenes que habían cometido 
delitos gravísimos. 


Me pareció importante preguntar cómo era posible que esos jóvenes estuvieran en ese 
régimen de semilibertad y nos explicó que se podía implementar en el tiempo un sistema de 
rehabilitación con posibilidades de inserción en algunos trabajos y de que se reencauzaran desde el 
punto de vista educativo. Sin embargo, en los otros Pabellones donde los jóvenes estaban uno, dos, 
tres o cinco meses realmente era imposible implementar ningún tipo de medida porque entraban y 
salían constantemente y no había forma de que quienes estaban a cargo pudieran realizar un trabajo 
de reinserción. Esa es una realidad concreta y práctica. 


Ahora bien, nosotros consideramos que todo este tipo de medidas deben ir acompañadas de 
la posibilidad real de que el SIRPA disponga de los medios para trabajar de esta forma, de que haya un 
verdadero proceso de rehabilitación y, por otro lado, que aquellos que hayan sido privados de su 
libertad no por haber cometido penas gravísimas sino por otros delitos, tengan la posibilidad de ser 
seguidos en sus hogares por parte del Estado uruguayo. Hay que tener presente que, en la mayoría de 


los casos, esos jóvenes van a los mismos lugares de los que salieron, con condiciones 
socioeconómicas muy complejas al punto que muchas veces son estimulados a cometer delitos por 
sus propios progenitores. Desde ese punto de vista, creemos que es necesario combinar medidas que 
tengan que ver con lo social, con su organización; actualmente se están realizando experiencias 
importantes, por ejemplo, con jóvenes del INAU que trabajan muy exitosamente en empresas públicas 
y privadas. Seguramente esas experiencias se irán extendiendo y darán buenos resultados. 


Teniendo en cuenta lo que vimos en aquel momento en la Colonia Berro, deberíamos disponer 
cada vez de más recursos y hacer esfuerzos para posibilitar esas rehabilitaciones; además, 
tendríamos que hacer el seguimiento en los hogares a los que esos jóvenes retornan en el caso de que 
no se trate de penas gravísimas. De lo contrario, consideramos que estaríamos en un punto muerto, 
sin avanzar, porque creemos que este tema no se soluciona solo con el aumento de las penas o la 
adopción de medidas de tipo social o socioeducativas, sino que también se deben tomar algunas 
decisiones al respecto. 


Era lo que teníamos necesidad de expresar en términos más genéricos. 
SEÑOR MINISTRO..- Voy a hacer dos reflexiones. 


Hace un rato intercambiábamos ideas sobre el homicidio intencional especialmente 
agravado. Al escuchar al señor Senador Lorier, me doy cuenta de que esas definiciones no encierran 
todas las realidades porque en las cárceles hay gente que cometió un homicidio intencional no 
especialmente agravado en una rapiña y la pena que le corresponde es menor que la de otras 
personas, en general mujeres, que cometieron homicidio intencional especialmente agravado al matar 
a su marido después de años de aguantarlo. Esas mujeres no van a reincidir y tienen una conducta 
muy buena en la cárcel, no así aquel al que se le aplicó la pena de homicidio intencional en el marco 
de una rapiña y que seguramente va a reincidir, pero pagará mucho más la mujer que luego de haber 
sido golpeada o maltratada durante años termina matando al marido. Es decir, tienen conductas 
completamente distintas, pero la condena de la mujer será mucho más larga que la del rapiñero. 
Evidentemente, creo que el Juez necesita poder discriminar sin tener palabras que lo condicionen. 


Ahora bien, nosotros consideramos que todo este tipo de medidas deben ir acompañadas de 
la posibilidad real de que el SIRPA disponga de los medios para trabajar de esta forma, de que haya un 
verdadero proceso de rehabilitación y, por otro lado, que aquellos que hayan sido privados de su 
libertad no por haber cometido penas gravísimas sino por otros delitos, tengan la posibilidad de ser 
seguidos en sus hogares por parte del Estado uruguayo. Hay que tener presente que, en la mayoría de 
los casos, esos jóvenes van a los mismos lugares de los que salieron, con condiciones 
socioeconómicas muy complejas, al punto que muchas veces son estimulados a cometer delitos por 
sus propios progenitores. Desde ese punto de vista, creemos que es necesario combinar medidas que 
tengan que ver con lo social, con su organización; actualmente se están realizando experiencias 
importantes, por ejemplo, con jóvenes del INAU que trabajan muy exitosamente en empresas públicas 
y privadas. Seguramente esas experiencias se irán extendiendo y darán buenos resultados. 


Teniendo en cuenta lo que vimos en aquel momento en la Colonia Berro, deberíamos disponer 
cada vez de más recursos y hacer esfuerzos para posibilitar esas rehabilitaciones; además, 
tendríamos que hacer el seguimiento en los hogares a los que esos jóvenes retornan en el caso de que 
no se trate de penas gravísimas. De lo contrario, consideramos que estaríamos en un punto muerto, 
sin avanzar, porque creemos que este tema no se soluciona solo con el aumento de las penas o la 
adopción de medidas de tipo social o socioeducativas, sino que también se deben tomar algunas 
decisiones al respecto. 


Era lo que teníamos necesidad de expresar en términos más genéricos. 
SEÑOR MINISTRO..- Voy a hacer dos reflexiones. 


Hace un rato intercambiábamos ideas sobre el homicidio intencional especialmente 
agravado. Al escuchar al señor Senador Lorier, me doy cuenta de que esas definiciones no encierran 


todas las realidades porque en las cárceles hay gente que cometió un homicidio intencional no 
especialmente agravado en una rapiña y la pena que le corresponde es menor que la de otras 
personas, en general mujeres, que cometieron homicidio intencional especialmente agravado al matar 
a su marido, después de años de aguantarlo. Esas mujeres no van a reincidir y tenen una conducta 
muy buena en la cárcel, no así aquel al que se le aplicó la pena de homicidio intencional en el marco 
de una rapiña y que seguramente va a reincidir, pero pagará mucho más la mujer que, luego de haber 
sido golpeada o maltratada durante años, termina matando al marido. Es decir, tienen conductas 
completamente distintas, pero la condena de la mujer será mucho más larga que la del rapiñero. 
Evidentemente, creo que el Juez necesita poder discriminar sin tener palabras que lo condicionen. 


Escuché con mucha atención al señor Senador Lorier -aclaro que no quiero parecer 
contradictorio conmigo mismo- cuando dijo que los menores que realizan determinados delitos tienen 
que sentir que hay sanción social y que no acceden a un beneficio por cometer delitos; pero al mismo 
tiempo deben recibir medidas socioeducativos y para eso necesitan no trabajar o estudiar. Esto tiene 
que ver con los tiempos. Muchas veces se dice que penalizamos más si ponemos uno o dos años y, 
sin embargo, hay situaciones en las que, si durante ese lapso no reciben medidas socioeducativas, no 
habrá rehabilitación, precisamente, porque no hay tiempo. Entonces, existe una lógica sobre cómo se 
relaciona con el delito, que provoca que el menor cuando es internado no tenga la menor expectativa 
de rehabilitarse. En la medida en que sigan razonando así, solo es un paréntesis. Por eso es 
necesario contar con cierto tiempo, que no va de la mano con que sean unos pocos meses como para 
trabajar o estudiar. Si pasa mucho tiempo y esto no da resultado, entonces, no va a surtir efecto. No 
existe una lógica mecanicista que diga que si hace tal cosa, la persona se rehabilita. Entonces, a los 
efectos de la rehabilitación del menor, no sirve el aumento indefinido de las penas ni que sean 
demasiado cortas. Así pues, no está mal establecer un mínimo que se acompañe por determinado tipo 
de medidas. Creo que de ser aprobado este proyecto de ley, debe estar acompañado de institutos 
especiales para cumplir con la privación de libertad porque con lo que hoy existe, no alcanza. 


SEÑOR PASQUET.- Tengo una preocupación de signo distinto de las que aquí se han manifestado, y 
la voy a plantear. 


La realidad muestra que existen conductas, a nivel de los menores, que son altamente 
dañinas y que tienen que ver con el fenómeno de picos delictivos que tanto preocupan a la sociedad. 
Reiteradamente, aquí se ha mencionado un caso que fue muy sonado; me refiero al menor que 
cometió tres homicidios. Se trata de un caso muy extremo, pero que ocurre. 


Cuando un menor ingresa en el camino de cometer esta clase de delitos gravísimos, como 
un homicidio, sabiendo que la pena máxima es de cinco años y que si vuelve a cometerlo ese 
guarismo no va a cambiar, nos encontramos en una situación en la que no hay contraestímulos 
enérgicos para que deje de delinquir. Esto me conduce a la conclusión de que es necesario elevar los 
máximos para los casos de suma gravedad y de reiteración. Más allá de las consideraciones que se 
quieran tomar, creo que el tope máximo de cinco años no es el adecuado para enfrentar las conductas 
delictivas gravísimas y reiteradas. En ese sentido, quiero conocer la opinión del Poder Ejecutivo, no 
porque no haya leído la prensa, sino para que quede constancia de su posición al respecto. Nosotros 
pensamos que, con todos los miramientos que debemos tener, es necesario o conveniente elevar los 
máximos para las situaciones de delitos gravísimos, cometidos eventualmente con reiteración. 


SEÑOR GALLINAL.- No tenía pensado hacer uso de la palabra, porque me sentí muy representado 
por lo que expresó el señor Senador Moreira, pero el señor Ministro pone como ejemplo, en su última 
intervención, el caso de la mujer víctima de violencia doméstica que termina ultimando a su cónyuge y 
que, en consecuencia, cae dentro de determinados parámetros. Creo que es una buena oportunidad 
para que el Poder Ejecutivo estudie el proyecto de ley que nosotros presentamos -y que en su 
momento pedimos que se remitiera al Ministerio del Interior para que diera su opinión- en el que 
modificamos el instituto de la legítima defensa. Este es un instituto que necesita ser adaptado 
permanentemente a las exigencias de los tiempos modernos y quizás pueda ser una solución para 
casos de esa naturaleza. Más aún: si no me equivoco, hace poco tiempo un Juez amparó en el instituto 
de la legítima defensa a una mujer que dio cuenta de su cónyuge en circunstancias muy especiales. 


Considero que, necesariamente, debemos abordar estos temas porque es la manera de 
prevenir estos hechos. Creo que todos sentimos una profunda alarma cuando hace poco tiempo nos 
enteramos de un homicidio muy peculiar; me refiero al caso de un marido que a altas horas de la noche 
o en la madrugada mató a su mujer en su propia casa, cuando ya estaban separados. Además, en esa 
circunstancia quedó de manifiesto que muchas veces las medidas preventivas que toman los Jueces 
no se cumplen en toda su dimensión y, por lo tanto, no tienen el efecto que se busca. Si esa mujer, 
siguiendo lo que ha establecido el señor Ministro, hubiera ultimado a su cónyuge, hoy estaría privada 
de libertad, pero seguiría con vida. 


Entonces, para evitar ese tipo de paradojas, me parece que sería muy oportuno abordar este 
proyecto. Yo he insistido en más de una oportunidad en el tema, y los compañeros de la Comisión son 
testigos de ello. Por otra parte, este es un tema que está por encima de los partidos. En esta misma 
Comisión hemos escuchado opiniones a favor y en contra de la modificación del instituto, entre ellas la 
de la Suprema Corte de Justicia que, a mi juicio un poco ligeramente, vino a manifestar una posición 
que no comparto en absoluto porque cerró las puertas a la posibilidad de modernizar el instituto. Pero 
sería interesante que el Ministerio nos enviara en algún momento una opinión sobre el tema porque 
creo que cada día se hace más urgente y necesaria la modificación de este instituto. 


SEÑOR MINISTRO.- En el primer ejemplo que citaba el señor Senador Gallinal, cuando la mujer mató 
al marido y quedó en libertad, fue agredida en el momento e incluso fueron amenazados sus hijos. Es 
en ese instante cuando la mujer dispara con la escopeta que tenía el hombre, porque este la dejó para 
seguir a los hijos. De manera que es una situación de otra dimensión. 


Después hubo un caso -puede no ser el mismo que mencionaba el señor Senador Gallinal- en 
que el marido mató a la mujer en su casa, pero no había medidas cautelares y la mujer le dijo que se 
quedara a dormir. Este hombre había traído a la hija de un cumpleaños y la mujer, insisto, le dijo que se 
quedara en la casa. 


Yo no me refería a esos casos, sino a la situación en que la mujer es golpeada durante mucho 
tiempo y el homicidio no es una reacción ante un hecho inmediato, sino que realmente es una acción 
premeditada, planificada. En ese caso, se la procesa por homicidio intencional especialmente 
agravado. Pero es claro que esa mujer no va a reincidir y que, además, tiene buena conducta. Por 
tanto, este caso es diferente al que mató en el curso de una rapiña. 


SEÑOR PASQUET.- El que mata en el curso de una rapiña incurre en homicidio muy especialmente 
agravado, lo cual está estipulado en el numeral 4” del artículo 312. Eventualmente, puede estipularse 
lo que figura en el numeral 5”, en el sentido de que luego de cometer el delito la persona se fuga y vive 
con el producido del atraco, etcétera. Es claro que tiene mayor responsabilidad el rapiñero que asesina 
que la mujer que mata al marido. 


SEÑOR MINISTRO.- Eso depende de cómo mató el rapiñero porque, a veces, a este lo atacan, se 
defiende y se produce un tiroteo. Por ejemplo, es claro el caso ocurrido en “La Pasiva”, pero existen 
circunstancias por las que tiene penas más graves la mujer que el rapiñero; eso suele pasar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay otro visitante que está esperando ingresar a Sala, aunque eso no quiere 
decir que no sigamos dialogando con el señor Ministro; pero, de hacerlo, deberíamos volver a 
coordinar para otra oportunidad la presencia del doctor Sayagués Laso. 


En el día de mañana les enviaremos la versión taquigráfica para que tengan en claro los 
puntos sobre los que hay diferencias y, si creen conveniente, nos envíen alguna redacción sustitutiva 
que permita ajustar en más detalle el proyecto de ley que, tal como dijo el señor Ministro, vino abierto 
para su consideración. 


Si los señores Senadores no tienen más preguntas, agradecemos la presencia del señor 
Ministro y sus asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro del Interior y sus asesores.) 


(Ingresa a Sala el señor Defensor Público, doctor Sayagués Laso.) 


-Damos la bienvenida al doctor Sayagués Laso, Defensor Público, para referirse al proyecto 
de ley sobre el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- Voy a hacer una breve referencia a los dos primeros artículos, de los que 
tengo una opinión francamente positiva. Luego aludiré al artículo 3% del proyecto, que es donde está el 
tema más delicado. 


El artículo 1* se refiere a las clases de infracción e incluye, dentro de las gravísimas, a las 
tentativas, las complicidades y algunas otras que estaban fuera de este artículo y que, entiendo, deben 
estar dentro. A mi entender, la clasificación tiene que ser bipartita; deben estar por un lado las graves y 
por otro, las gravísimas. A su vez, cada una debe estar con sus respectivas tentativas y complicidades, 
que por la aplicación de las normas generales tienen penas disminuidas. El que comete una tentativa 
de homicidio no tiene la misma pena que el que comete un homicidio, pero ontológicamente el hecho 
es de igual gravedad. Si yo le tiro tres tiros a una persona y no logro matarla pero lo hice con esa 
intención, es tan grave como si lo hubiera hecho, sólo que, como no logré el objetivo, se me debe 
disminuir la responsabilidad. Sin embargo, no se puede cambiar de categoría el delito; los bienes 
jurídicos tutelados son los mismos y, por ende, la gravedad ontológica -y también la moral- es similar. 
Entonces, me parece un principio de coherencia que se hayan incluido tentativas y complicidades de 
infracciones gravísimas dentro del elenco de las gravísimas y no como hasta ahora, que estaban en las 
graves. O sea que tengo una opinión positiva sobre este artículo. 


El artículo 29 también fue iniciativa de los operadores judiciales -Fiscales, Jueces y 
Defensores- que, en diciembre de 2004, propusimos la posibilidad de realizar una audiencia única 
para todos los casos sencillos. Es más, enviamos dicho proyecto al Parlamento a través de la Suprema 
Corte de Justicia y nunca llegó; de todos modos quiero señalar que la redacción actual, incluso, es 
mejor que la que propusimos. Independientemente de lo que pase con el artículo 3%, creo que estas 
dos primeras normas -que son de gran importancia- tienen que ser aprobadas tal como están. En el 
caso de la segunda, creemos que va a tener más efecto para bajar la reincidencia que muchas de las 
otras cosas que se especulan. Hoy en día, un muchacho viene al Juzgado por un arrebato, tenemos a 
la víctima, los efectos que se incautaron, el policía aprehensor, declaran todos en una hora y tenemos 
que decirle que lo vamos a procesar -que, para empezar, no sabe qué quiere decir, hay que explicarle 
todo- al tiempo que comunicarle que en un mes, mes y medio o dos meses debe volver para que le 
leamos la sanción que se le va a aplicar por el delito que cometió. Después de transcurridos los dos 
meses, la mitad no viene y quedan requeridos para la lectura de sentencia y, a su vez, los que se 
presentan no se acuerdan de qué infracción se trataba. No es lo mismo que comience a cumplir la 
sanción inmediatamente después de cometida la infracción, donde percibe claramente que cometió 
determinado hecho y que va a pagar de tal manera, a esperar dos o tres meses. Este instrumento 
permitirá solucionar esto porque las reincidencias intermedias que se dan, se evitarían. Estamos 
hablando siempre de infracciones de menor gravedad, que son las que se pueden instruir con rapidez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber qué ocurre cuando el Juez dicta sentencia definitiva y 
después los informes técnicos evidencian otros aspectos. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Existen dos clases de informes técnicos que en la versión original del 
Código están confundidos; es más, incluso el texto de un numeral se puso en otro y viceversa. Se 
cuenta con los informes técnicos que se realizan en el Juzgado por el Equipo Técnico de 
Asesoramiento -ETA- compuesto por un psicólogo y un asistente social. Aclaro que son dos equipos los 
que hacen este trabajo, porque uno de ellos trabaja con los Juzgados de Primero y Segundo Turno y el 
otro con los de Tercero y Cuarto Turno, para dividir la tarea. Continuamente se utilizan los servicios de 
este equipo, tanto para tener entrevistas con los adolescentes, como con los familiares. Si hay tiempo, 
presentan un informe por escrito, o ín voce, es decir, van a la Sala de Audiencias y el Fiscal, el Juez y 
el Defensor les hace preguntas. Quiere decir que la posibilidad de que los informes técnicos se hagan 
en los Juzgados es algo cotidiano. También, tenemos los informes de los técnicos del INAU que son 
realizados cuando al adolescente se lo interna. Como van a permanecer internados por más tiempo, se 
esperan los informes de la institución. Esto es perfectamente viable y no hay necesidad de postergar 
nada. La única diferencia es que ahora, luego de terminada la instrucción, la Jueza le da la palabra a 


la Fiscalía, esta evacua la vista pidiendo el procesamiento del sujeto por tal o cual delito y 
eventualmente solicita una medida cautelar o no, le da vista a la defensa que se pronuncia sobre eso 
mismo, y luego resuelve dictando el auto de procesamiento y aplicando, o no, una medida cautelar. 
Luego hay que decirle que vuelva al mes o a los dos meses a que se le dé la sentencia. La diferencia 
es que ahora, cuando se da vista al Ministerio Público y Fiscal, no es para que diga que solicita que se 
inicie procedimiento sino que, en función de que entiende que fulano es responsable de haber 
cometido tal infracción, solicita que se aplique tal sanción. Si la sentencia es consentida el mismo día, 
ese mismo día se llama a los técnicos y se establece el programa de libertad asistida, por ejemplo. 
Esto no va a suceder en los casos de internación, sino en los otros, en los que en vez de mandarlo a la 
casa para que vuelva dentro de uno o dos meses, o no venga y quede requerido, ya se va con la 
sanción impuesta. 


Pasaríamos ahora al artículo 3” que es el que refiere a los adolescentes mayores de15 y 
menores de 18 años de edad, que son la mayoría de los que cometen infracciones. En este momento, 
los varones menores de 15 años están internados en el Hogar Desafío, en Chimborazo y General 
Flores, y no pasan la treintena. Allí se encuentran todos los casos, es decir, los que han cometido 
rapiñas, violaciones, homicidios, etcétera. En cambio, los que están fuera de eso superan largamente 
los 300, exceptuando los cautelares, que están en una detención provisional. O sea que el grueso de 
los adolescentes que cometen estas infracciones gravísimas son mayores de 15 años. Esta es 
simplemente una acotación, porque esto se plantea como un régimen excepcional pero, en realidad, lo 
excepcional va a ser lo otro y esto será la generalidad de los casos. 


Por otro lado, voy a hacer otra observación formal. En el texto, se expresa: *...cometidas con 
violencia contra las personas, el Juez, a solicitud expresa del Ministerio Público, y una vez oída la 
Defensa, deberá disponer la aplicación de las siguientes reglas: a) La privación cautelar de libertad 
será preceptiva hasta el dictado de la sentencia definitiva. 


b) Las medidas privativas de libertad tendrán una duración no inferior a los doce 
meses.” Aquí no se dice que sea preceptivo aplicar medidas socioeducativas, privativas de libertad, en 
el caso de esas infracciones. Siempre podrá haber algún abogado que diga que el texto establece que 
la privación de libertad es preceptiva cuando se trata de una privación de libertad cautelar, hasta el 
dictado de la sentencia, pero que nada le impide que en la sentencia no se aplique una sanción, una 
medida socioeducativa, que no sea privativa de libertad, porque la ley no lo dice y el intérprete no 
puede agregar elementos. Entonces, si se quiere que se impongan medidas socioeducativas - 
además de la cautelar, de la internación provisional- o sea, como sanción y que sean de privación de 
libertad, se debe decir a texto expreso. 


El texto, continúa diciendo en el siguiente literal: “c) Una vez ejecutoriada la sentencia de 
condena, el cese de la privación de libertad sólo podrá solicitarse después de cumplida la mitad de la 
medida impuesta”. En realidad, esto es legalizar algo que en la práctica se está dando y es que el 
INAU, a la mitad de la pena, por instrucciones del directorio anterior pide la libertad a todo el mundo, se 
haya trabajado o no con ese muchacho, haya tenido o no un buen proceso, etcétera. Como dije, esto 
estaría legalizando esa práctica administrativa que se viene dando. 


Luego, se expresa: “d) Las medidas de privación de libertad deberán ser cumplidas en 
establecimientos especiales, separados de los adolescentes privados de libertad por el régimen 
general”. Es decir que, en realidad, van a quedar todos ahí dentro; en todo caso, habría que hacer 
establecimientos pequeños para los que no estuvieran dentro del régimen general y que serán los del 
Hogar Desafío, porque son menores de 15 años y que, hagan lo que hagan, no entran en este régimen 
general, y aquellos que siendo mayores de 15 no cometan alguna de esas infracciones gravísimas y 
que serán la franca minoría. 


Y continúa: “e) Cuando el infractor cumpla los dieciocho años de edad, pasará a cumplir la 
medida de privación de libertad en un establecimiento especial del Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente (SIRPA) separado de los menores de dieciocho años de edad”. Eso actualmente no 
ocurre y puede instrumentarse, ya que hay una población muy variada; por ejemplo, están los que 
cometieron infracción siendo menores de 18, la empezaron a pagar allí y, como la sanción es de dos o 
tres años, cumplen los 18 estando internados. No sé si en estos casos es tan importante que estén 


separados de los demás, porque mal o bien vienen cumpliendo, dentro de los centros, ya tienen un 
acostumbramiento y han hecho un proceso. Quienes deben estar separados de los demás son 
aquellos mayores de 18 años que se fugaron del INAU siendo menores, cometieron delitos siendo 
mayores de edad y, por ende, fueron al sistema carcelario común, generalmente para cumplir penas 
cortas por delitos como hurto o tentativa de rapiña. En el caso de la rapiña la pena es mayor a cinco 
años, o sea que tendrían que venir con más de 23 años, y habitualmente no lo hacen. En cambio, los 
otros vienen a terminar la pena. Conozco el caso de alguien que empezó a trabajar sin haber pagado 
ni siquiera un día de la pena por el último delito que había cometido. Esta persona tiene una familia 
formada y hace un año y medio que trabaja; ha presentado todos los certificados correspondientes y no 
ha vuelto a delinquir. Sin embargo, tiene esa pena pendiente, que es de varios años, por lo que habría 
que ver alguna manera de que pudiera salir antes. 


De todas formas, es importante que quienes tuvieron experiencia carcelaria no sean 
colocados en las mismas celdas que aquellos que estuvieron en el INAU, no porque unos sean unos 
demonios y los otros unos santos, sino porque en los centros de privación de libertad hay vicios peores 
que los que hay acá. Por lo tanto, no es bueno mezclar esas dos poblaciones, lo que se puede lograr 
porque no son tantos, sino algunas decenas. 


En cuanto a la elevación preceptiva de las actuaciones al Juzgado Penal de turno para que 
convoque a los representantes del adolescente a los efectos de determinar su eventual responsabilidad 
en los hechos, es una norma fundada en la creencia -errónea- de que los padres son responsables por 
lo que sus hijos hacen, de que los alientan o los incentivan a cometer delitos, y eso no es verdad; es 
una creencia tan errónea como la de que los adultos incentivan a los adolescentes a robar y los utilizan 
porque se los castiga con penas menores que a ellos, o tan errónea como la de que todo el mundo 
roba porque es drogadicto y para financiar la pasta base, que por supuesto los hay, pero tampoco son 
todos, ni siquiera la mayoría. 


Quiero destacar que lo que hice fue analizar el efecto que tendrían estas normas, en caso de 
aprobarse, en el aumento de la población de internados en el INAU. Para eso tomé las cifras de los 
años 2008, 2009 y 2010, comparando adultos con adolescentes, primero en lo que tiene que ver con 
procesados en general y luego, por los delitos de rapiña y hurto, o sea, delitos contra la propiedad. 
Específicamente, quise saber qué cantidad de adolescentes cometen esos delitos, cuántos son 
privados de libertad y cuántos no, y cuántos de los que ahora no lo son, lo serían por aplicación de 
estas normas. Hoy día se puede decir que la infracción que los adolescentes cometen con mayor 
frecuencia es la rapiña: el 70% de los adolescentes son procesados por rapiña. Quiere decir que este 
no es un delito marginal, sino el principal. En cambio, la mayor parte de los adultos son procesados por 
hurto. La cifra aproximada de adultos procesados por el delito de hurto en el año 2010 fue de entre 
4.000 y 4.500 en todo el país. En Montevideo, en ese mismo año hubo 1.895 procesados por hurto y 
671 por rapiña. A su vez, si hablamos de adolescentes, vemos que las cifras se invierten: en ese 
mismo año y en Montevideo se registraron 576 rapiñas y 65 hurtos. Esto se debe, en parte, a la 
despenalización de la tentativa de hurto que existía hasta el año pasado y, además, al tratamiento 
diferente que se les da, según sean adultos o adolescentes. Si hoy un adulto comete una rapiña, se lo 
detiene, se lo procesa y se lo envía a la cárcel, y hasta dentro de cinco años no puede salir a la calle. 
Por tanto, no puede reincidir aunque quiera. En cambio, al adolescente se lo detiene, se lo procesa y 
se lo interna por rapiña y a los diez días o al mes puede fugarse, mientras está en cumplimiento de una 
pena de seis u ocho meses, o de tres o cuatro, que nunca llega a cumplir. Entonces, en un año puede 
llegar a cometer seis rapiñas, lo que no es posible en el caso de un adulto. En definitiva, no es que 
haya una mayor cantidad de rapiñeros adolescentes que adultos; en realidad, son menos, pero 
cometen un mayor número de rapiñas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Son los mismos. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- Efectivamente, son los mismos que cometen mayor cantidad de rapiñas. 
¿Por qué? Porque el sistema se los permitía, dándoles franquicias, ya que se fugaban, volvían a entrar 
y no pasaba nada; se volvían a ir, cometían otra infracción y tampoco pasaba nada. Pero ahora se 
cerró la puerta y están pagando todas esas penas que no cumplieron. Hay gente que tiene penas 
mayores a cinco años, que es el máximo. En realidad, la pena no es por un delito sino por unos 
cuantos; le dieron un año por un delito, dos por el otro y tres por otro más, entonces, es mucho lo que 
tiene que cumplir. 


La tendencia general es que la rapiña viene creciendo tanto en adultos como en 
adolescentes, año a año y sin parar. Hubo años en que por el mecanismo que expliqué, en términos 
absolutos los adolescentes cometieron más rapiñas que los adultos. El 2009 fue el año en el que hubo 
más fugas; a su vez, se cometieron 595 rapiñas, mientras que solo fueron condenados 528 adultos por 
el mismo delito. Prácticamente, la relación es de uno a uno, y en el mismo año la relación de adultos 
procesados en Montevideo, contra adolescentes procesados en Montevideo era de cinco a uno. Hubo 
4.500 adultos procesados por el total de delitos, mientras que fueron 977 los adolescentes procesados. 
En las rapiñas estaban cabeza a cabeza. 


Si tomamos las últimas cifras en números redondos, 600 adolescentes fueron condenados 
por rapiña en Montevideo; 400 de ellos eran privados de libertad como medida cautelar y luego se les 
aplicaba una sanción como medida socioeducativa al final del proceso, mientras los otros 200 no eran 
internados y tampoco se les aplicaba una sanción privativa de libertad. Hoy las cifras siguen siendo de 
ese orden, o sea que de cada tres adolescentes procesados por rapiña, dos ya están presos. La 
primera gran modificación que introduce esta norma es que al tercero que quedaba afuera, también se 
lo manda para adentro. Solo con esas cifras, si en el año 2012 no creciera la cantidad de adolescentes 
condenados por rapiña con respecto al año 2011, tendríamos 200 internados más, porque de estos 642 
que fueron condenados por rapiña, 642 irían presos. Ahora hay alrededor de 400 o 450 adolescentes 
privados de libertad, y por obra de esa disposición pasaríamos a tener apenas 200 más, es decir, 600 
adolescentes presos. Eso sería un aumento del 50% sobre la población existente. 


Lo que he dicho es imposible de sostener por parte del sistema. No obstante, ha sido un 
milagro, fruto de las buenas gestiones de la actual Administración del INAU, que el sistema no haya 
colapsado, pese a que recibió un aumento de población de menos de 300 a más de 400. Hubo 
conatos de motines en algunos hogares, pero no hubo ningún motín de los que estábamos 
acostumbrados a ver en el Período anterior, ni con los mismos efectos que tuvieron los anteriores, 
como la destrucción de plazas, etcétera. Con un aumento de población de estas características creo 
que por mejores gestiones y buena administración que haga la Dirección del SIRPA, va a haber un 
colapso del sistema, comparable con el que hubo en el sistema penal de adultos, con el motín y la 
destrucción reciente de los módulos del Comcar. La situación se iría de control y perderíamos plazas 
construidas con mucho sacrificio, mucho dinero y mucho tiempo, y la atención en el sistema 
empeoraría sensiblemente. Se perdería todo lo que se está haciendo ahora por establecer convenios 
con empresas para trabajar, convenios para aprendizaje laboral, talleres y trabajo individualizado con 
los adolescentes. Estamos muy lejos de donde queremos llegar, pero se está avanzando en los pasos 
correctos, y no nos gustaría que ese trabajo fuera borrado con el codo. Se darían estos datos si la 
población se mantuviera constante, pero si aumentara como lo viene haciendo año a año, seguramente 
el efecto sería mayor a 200. Esto corresponde a la primera disposición, literal A). 


El literal B) establece que las medidas de privación de libertad no podrán ser inferiores a 
doce meses, pero se ve desmentido por lo que dice el literal C) que habilita a que se pida la libertad a 
los seis meses -a la media de la pena- lo que va a significar en la práctica que todos los adolescentes 
que cometan rapiñas estén privados de libertad, como mínimo, por seis meses. Hoy la regla es 
exactamente a la inversa; de los privados de libertad, el 85% permanece menos de seis meses, 
mientras que el 15% restante -que son quienes han cometido homicidios y otros delitos graves- 
permanece por más tiempo. 


Por lo tanto, si hemos llegado a tener una población que oscila entre 400 y 450 personas es 
porque todos los días están ingresando y saliendo adolescentes; de ahí que se manejen esos 
parámetros. 


Ahora bien, hay adolescentes que salen por el cumplimiento total de la pena -que son los 
menos- por cambio de medida aplicada -es decir, pasan de una privación de libertad a un régimen de 
libertad asistida, audiencia de por medio- o por un cese de internación al transcurrir un determinado 
porcentaje de la pena y considerarse que esta ya cumplió su finalidad, por lo que se los deja en libertad 
sin otra función alternativa. Todos estos adolescentes que por los motivos mencionados están saliendo 
hoy en día, ya no saldrían porque hasta los seis meses esas audiencias no se podrían realizar. 


Aumentar la permanencia de estos adolescentes durante ese tiempo creo que haría 
necesario incrementar el número de plazas en unas 200 más como mínimo. O sea que a los 400 
adolescentes que tenemos ahora deberíamos sumarle unos 200 por efecto de la primera disposición y 
200 más por el efecto combinado de las otras dos disposiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un aspecto que no entiendo. Se ha hablado de la cantidad de rapiñas que 
hay a nivel de adolescentes, que estos rapiñan varias veces al año y también que varias veces al año 
son procesados. Por lo tanto, si hablamos de 640 rapiñas en el 2011, debemos tener en cuenta que el 
universo de adolescentes es menor a esa cantidad. Si tomáramos un promedio de dos rapiñas por 
muchacho... 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- He hablado con mucha imprecisión por razones de comodidad, pero 
estamos hablando de dos procesamientos por rapiña y por año, y esos procesamientos pueden incluir 
varias rapiñas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, estamos hablando de un universo que equivale a la mitad del otro. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Efectivamente, señor Presidente. Es decir que aquel que fue procesado 
por rapiña y no sale antes de los seis meses, hasta pasado ese tiempo no va a volver a cometer ese 
delito. La realidad es que este adolescente podría ser procesado hasta dos veces en un mismo año por 
el delito de rapiña. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos hablando de un universo de unos 400 adolescentes que están 
delinquiendo, de los cuales algunos ni siquiera están un día retenidos -por decirlo así- mientras que los 
otros sí lo están, pero el 85% de ellos permanecen durante menos de seis meses, según los números 
aportados. 


Entonces, me surge una inquietud. Si hablamos de doscientos procesamientos por rapiña, 
eso no significa que nos estemos refiriendo también a doscientos adolescentes porque puede suceder 
que el universo de muchachos en cuestión sea más reducido. De alguna forma, es posible que algunos 
jóvenes no tengan el nivel de peligrosidad del resto y, además, no tendríamos las plazas suficientes 
para alojarlos. No obstante, existe un porcentaje de muchachos que debería ser retenido -aunque ello 
aumentaría la demanda de plazas para alojarlos- y que ni siquiera lo ha estado durante seis meses. 


Dejemos un poco de lado a quienes salían porque el Juez entendía que su delito no tenía 
gravedad; la pregunta es cómo redactamos este artículo 116 Bis, para que aquellos que están 
cometiendo rapiñas permanentemente, que salen antes de los seis meses -antes porque se fugaban, 
ahora ya no tanto- y, por lo tanto, son procesados dos veces en el año por una o más rapiñas, estén 
retenidos por más tiempo para que las medidas educativas y demás -no solamente la privación de 
libertad- puedan ser efectivas, sin retener a quienes hoy no están internados -y por estos artículos lo 
estarían- porque el Juez considera que no tienen el nivel de peligrosidad para estarlo. No sé si me 
explico, pero me parece que siendo contestes a lo que dice el Poder Ejecutivo, si hay un grupo de 
menores que delinque, genera gravedad y alarma, debemos ver la manera de que, sin pasarnos de la 
raya en las plazas, podamos hacer un parate y que los muchachos no estén rapiñando dos veces por 
año. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- Haré tres puntualizaciones. 


En primer lugar, quiero señalar que el Fiscal Zubía me ha dicho que hay un proyecto de ley 
del Partido Nacional a este respecto -no tuve oportunidad de leerlo- que deja una válvula de escape a 
los Jueces para que no tengan que privar de libertad de manera preceptiva a todos los que cometen 
esa Clase de delitos, principalmente rapiñas. Esto llevaría a que se invirtiera el principio general 
establecido en el Código de la Niñez y la Adolescencia y en la Convención de que la privación de 
libertad debe ser el último recurso, que debe aplicarse por el tiempo más breve que proceda y que el 
Juez debe fundamentar las razones del caso. Eso es lo que rige actualmente. Pese a la aplicación de 
ese principio, de cada tres adolescentes que cometen rapiñas, dos están yendo para adentro. 


Lo que se invertiría es el principio que indica que todo adolescente que cometa rapiña y los 
demás delitos enumerados en ese artículo será preceptivamente privado de libertad por un mínimo de 
doce meses con posibilidad de salir a los seis meses, salvo excepciones debidamente fundadas por el 
Juez, con lo que se permite la válvula de escape de por lo menos ese tercio de internación, porque por 
los otros dos tercios será internado igualmente, se apruebe o no esta iniciativa, ya que el criterio 
continuará vigente. Con esa medida se atenuaría un poco la gravedad para evitar casos de injusticia 
como el que mencioné, por ejemplo, las rapiñas con armas de juguete cometidas por adolescentes - 
que yo dividiría en cuatro categorías; después podemos extendernos un poco más- que yo llamo “los 
ni-ni”, o sea los que no tienen vocación de delincuentes ni está en su proyecto de vida la delincuencia, 
pero que abandonaron primer año de liceo luego de completar la escuela y quedaron en la barra de la 
esquina. Muchas veces le preguntan: “¿Sabés manejar una moto?” Si responden que sí, le dicen: 
“Bueno, llevame que voy a hacer una rapiña, después te tiro unos pesos y te comprás un par de 
championes””. Es lo que sucedió en el caso que leí, en que el adolescente cometió una rapiña con un 
arma de juguete y le tiraron dos balazos. Cuando se le preguntó “¿Por qué fuiste”?”, respondió: “Lo 
conocí hace tres semanas en la esquina. Como yo sabía manejar la Suzuki, me dijo: “Che, vos que 
sabés manejar, ¿no venís conmigo?” Fue y ocurrió el hecho. Es una rapiña: se utilizó el arma, la 
violencia o las amenazas para lograr el apoderamiento de los objetos, que no lograron en este caso. 
Pero no podemos comparar esa rapiña hecha con un arma de juguete por dos improvisados con la 
perpetrada a La Pasiva, a la que ingresaron a balazos y donde no les importaba matar a nadie. No es 
el mismo caso ni se puede aplicar el mismo rigor de la ley, por lo que sería necesario dejar una válvula 
de escape. 


En segundo término, creo que habría que aplicar una norma así -incluso hasta podría estar 
de acuerdo con que fuera más severa- pero marcando la línea divisoria en otro lado, que es lo que más 
conmueve, preocupa y daña a la gente, como son las rapiñas con armas de fuego con posibilidad letal, 
O sea cargadas y que puedan ser disparadas. También las hacen aquellos que agarran un arma que le 
falta todo, incluso el gatillo, pero la tapan un poco para que parezca de verdad. Allí no hay riesgo, o es 
mucho menor para todos los involucrados, que en los casos en que se utilizan armas de fuego que 
funcionen. O sea, la línea divisoria justa que habría que imponer y que daría satisfacción a lo que 
quiere la sociedad, sería establecer que no se puede cometer rapiñas con armas de fuego con 
capacidad letal, porque si lo hace la sanción será muy severa. Habría que ser más flexible con las otras 
rapiñas cometidas con un pedazo de vidrio o de botella, porque se puede lastimar a alguien pero, en 
general, allí nadie termina muerto ni herido seriamente; son la mayoría de las que cometen los 
adolescentes. El núcleo duro está en los profesionales que, en la época de las puertas abiertas de 
2009, llegaron a ser el 50% de los procesados. O sea, gente que, como veía que había franquicias, 
optaba por dedicarse a robar hasta los 18 años. Así lo decían francamente en los informes: “Ya me 
compré una casa para mí; otra para mi mamá, y otra para alquilar; cuando llegue a los 18 años me 
presento en el INAU, pago lo que debo y me retiro a vivir de rentas”. 


El sistema no puede funcionar alentando conductas de adolescentes que se planteen como 
proyecto de vida ser delincuentes, así se jubilen a los 18 años. Tampoco podemos ser excesivamente 
severos con aquellos que tienen estas conductas tontamente, pero no tienen como plan de vida ser 
delincuentes. Si nos ponemos sutiles habría que hacer varias distinciones que la norma, tal como 
viene, no nos permite hacer. 


En mi opinión, esta norma tendría que separarse de las otras dos y derivarse a la Comisión 
que va a tratar el nuevo Código -según se ha dicho, dentro de 30 días se mandaría un proyecto de ley- 
estableciendo un sistema de sanciones diversas, coherente y orgánico en el que se prevean las 
distintas hipótesis y se evite que se vayan con penas mínimas o con excesos de los Jueces. Conté por 
ahí -y lo tengo documentado- que en Montevideo por una rapiña a un almacén, con un arma de fuego 
que funciona se estableció una pena de seis meses de privación de libertad; sin embargo, a un 
adolescente de Rosario por la misma rapiña le dieron cinco años de privación de libertad, que es el 
máximo. La ley, tal como está redactada, pone un tope de cinco años de privación de libertad como 
pena máximo, y de ahí para abajo; en la práctica, cada Juez hace lo que se le antoja siguiendo los 
principios mencionados, que son tan vagos que permiten esa diferencia de criterios. No es justo que a 
un adolescente que comete un delito en Montevideo con tal Juez, se lo sancione con una pena de seis 
meses, a diferencia del que comete un delito idéntico en Rosario, con otro Juez, al que le adjudican 
cinco años. 


SEÑOR ROSADILLA..- La apreciación realizada por el doctor Sayagués Laso de que los principios por 
los que se guía el Juez son vagos, me genera alarma. Sin tener formación jurídica y con lo poco que 
uno accede a leer, me parece que los criterios son bastante estrictos y taxativos. Si para el caso de dos 
delitos idénticos hay jueces que apliquen penas tan diferentes, alguno lo hizo caprichosamente, 
torciendo los criterios establecidos normativamente. No estamos ante un vale todo. Puede haber una 
opinión diferente frente a un mismo caso -esto ocurre en los hechos, cuando hay más de una instancia 
y los tribunales corrigen a los jueces- pero no con la magnitud a la que hizo referencia el doctor 
Sayagués; y por eso digo que siento alarma, porque pienso que hay otro tipo de situación. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO..- En este caso concreto, toda sentencia que implique más de 12 meses de 
privación de libertad, aunque sea consentidas por el Fiscal y la Defensa -como lo establece el Código- 
tiene que ir en apelación automática al Tribunal de Apelaciones. Existen dos Tribunales que tienen 
criterios disímiles. Esto cayó en el Tribunal de Primer Turno, que es el más severo, donde se le bajó la 
condena de cinco a tres años. Los expedientes de los internados del interior que vienen a cumplir 
internación en Montevideo o en la Colonia Berro los patrocinamos nosotros, después de dictada la 
sentencia. Este caso, cuando me llegó a mí, al año, le pedí la libertad inmediata y la obtuve, pero ese 
adolescente pagó el doble de lo que hubiera pagado en Montevideo donde, como dije antes, en un 
caso igual le dieron al adolescente seis meses. El sistema tiene ciertas correcciones, pero tiene una 
disparidad absoluta. Acá eso no ocurre. Vaya alguien a buscar en el Penal de Libertad o en el Comcar 
a dos presos que hayan cometido el mismo delito, no existe la posibilidad de que uno haya pagado el 
doble que el otro. ¿Por qué? Porque el Código Penal establece penas mínimas y máximas, y hay 
agravantes y atenuantes que la suben o la bajan, pero el margen que le dejan al Juez es muy 
pequeño; en cambio, acá el margen es amplísimo. Por eso comparto la idea de que habría que 
elaborar un Código en el que se establecieran criterios generales y que la flexibilidad no fuera tan 
grande. Es más, si bien las penas de los adolescentes son cortas si las comparamos con las de los 
adultos, se puede decir, con carácter general, que las sanciones establecidas por los Jueces del 
interior del país son por lo menos el doble de severas que las que se aplican en Montevideo. Para el 
mismo delito que en la capital se castiga con seis meses de privación de libertad -o a veces, en estos 
casos, ni siquiera se impone privación de libertad- en el interior no se da menos de un año. Cada 
departamento es una realidad distinta, pero en los que están más cerca del área metropolitana en 
general se emplean criterios más próximos a los de Montevideo, en tanto que en los más lejanos no he 
visto penas de privación de libertad de menos de un año. Las rapiñas en el interior implican, 
prácticamente de cajón, privación de libertad. Lo que ocurre es que se procesa mucha más gente por 
hurto que por rapiña, pero debe haber muy pocos procesados por rapiña que no sean internados. De 
manera que la relación que se da en Montevideo por rapiñas -donde dos tercios son internados y un 
tercio no- debe aproximarse a los tres tercios de internados en el interior. Entonces, creo que se podría, 
para probar, poner en vigencia una disposición como esta hasta tanto el Código se elabore, pero con 
muchas acotaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede ocurrir que los Legisladores entendamos que tiene que haber una 
norma, de manera que va a ser bienvenida toda redacción que usted nos pueda hacer llegar para 
comparar con esta disposición y que vaya en este sentido. La idea es darle al Juez un escape y, por 
otro lado, marcar bien la línea entre las rapiñas con arma letal, que presuponen que la vida está en 
juego en un porcentaje mucho más alto, y aquellas en las que no se utiliza ese tipo de armas. Esta 
última no deja de ser dramática y para la víctima genera una angustia brutal, pero no presupone de 
antemano -aunque lo pueda haber, si se utiliza un arma blanca, etcétera- el riesgo de perder la vida. 


Creo que lo que nos ha transmitido el doctor Sayagués Laso nos puede ayudar; después cada 
Senador o Senadora verá lo que hace. Pero creo que sería bueno tener un texto que nos permita 
guiarnos a aquellos que pensamos que se puede realizar alguna corrección y que, de lo contrario, 
igualmente algo va a tener que haber antes de que se apruebe el Código, por una simple razón: porque 
si no se hace nada y vuelve a ocurrir algo como lo que sucedió en La Pasiva, va a haber un sentido de 
responsabilidad muy grande de parte nuestra. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Con mucho gusto, puedo intentar redactar un texto y acercárselo luego a 
la Comisión. Hoy en día a los que cometen rapiñas con arma de fuego ya se los interna, pero sí se 
puede establecer una pena mínima. Es más, si me dicen que se va a establecer un año de privación de 
libertad como mínimo sin posibilidad de pedir la libertad anticipada, para usar términos penales, yo 
estaría de acuerdo. Creo que en estos casos la pena tiene que ser durísima; a esa persona no se le 


puede decir que en seis meses puede salir. Aclaro que, a priori, tengo muchas dudas sobre el efecto 
disuasivo de las penas, porque, como decía el doctor Jorge Gamarra, nadie se desayuna leyendo el 
Diario Oficial. Menos los adolescentes, que se enteran de los cambios legislativos o de la práctica 
administrativa cuando están adentro. Entonces, no evitan que cometan delitos; evitan o disminuyen, 
eventualmente, la reincidencia porque cuando un adolescente es internado descubre que, por ejemplo, 
a él le dieron doce meses y a alguien que utilizó un arma de juguete, le dieron tres meses. Es decir que 
ellos entienden la diferencia de tratamiento legislativo o administrativo después de que pasaron por allí, 
por lo que estos cambios pueden servir a posteriori. Pero si se aprueba con carácter general esto, de 
entrada, ya va a ser tarde cuando aprendan la lección porque vamos a tener al INAU colapsado. Por 
tanto, habría que hacerlo en forma gradual, estableciendo una categoría de arma de fuego con 
posibilidades letales y otra con el resto de las armas sin posibilidad letal. Las armas blancas tienen otro 
grado de peligrosidad. En consecuencia, hay que ser bien severo en unos casos y en otros permitir, si 
se quiere, una puerta de salida por la cual se pueda privar de libertad pero con algunas excepciones 
bien fundamentadas. Esas dos limitaciones atenuarían los efectos dramáticos de esta norma y nos 
permitirían ver cómo evoluciona el número de internados. El Presidente del SIRPA prometió para fin de 
año 230 plazas nuevas. Discúlpenme si soy escéptico, pero el año pasado también nos prometieron 
330 plazas para este primer semestre y estamos en el mes de julio y no se puso un solo ladrillo. 
Entonces, dudo de que se consigan esas 230 plazas nuevas para fin de año. De todas maneras, si se 
consiguieran, 100 serían para cubrir el déficit que tenemos actualmente porque hay más de 400 
personas colocadas en 300 lugares. Por consiguiente, quedarían solo 130 plazas nuevas. Vamos a ver 
en qué medida el aumento de las penas -porque de eso se trata, es decir, cumplir un mínimo de pena 
que, como dije, podría ser de doce meses -sin ningún problema- para los que cometen rapiña con arma 
letal- incrementaría la población del INAU. En la medida en que eso sea tolerable, se podría mantener 
como una norma en el Código. Incluso, si vemos que hay más gente para internar y que esas plazas 
están construidas, se pueden establecer normas más severas. 


La legislación tiene que ir caminando a la par con las posibilidades que el sistema tiene para 
trabajar con esos jóvenes; de lo contrario, no estamos solucionando el problema sino profundizándolo. 


SEÑOR LORIER.- Realmente, es muy ilustrativo lo que nos está informando el doctor Sayagués e, 
incluso, nos lleva a ver este asunto en su integralidad, es decir que no podemos mirar las cosas solo 
en forma analítica, sino que también debemos hacerlo sintéticamente, ya que podemos tomar medidas 
muy correctas que luego, viendo la situación desde otro ángulo y no en su integralidad, tengan un 
efecto contrario al que se busca. 


Compartimos el planteo del señor Presidente en el sentido de buscar alternativas para el 
artículo 3% que permitan vías de aproximación a los objetivos. 


Ahora bien, teniendo en cuenta la sociedad actual y la visión integral, desde el punto de vista 
del SIRPA y contando con los recursos para internar a los jóvenes con medidas, sobre todo, 
socioeducativas, ¿qué se debe hacer en lo que tiene que ver con la legislación? No me quedó claro el 
planteo, pero sí que existen causas y efectos y que hay relaciones en las que se interactúa. Quisiera 
conocer su opinión acerca de lo que se debería realizar con respecto a este tema si tuviéramos 
solucionado lo relativo a la reclusión de esta población con medidas socioeducativas y de otra índole, 
tal como se está intentando hacer. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- La práctica de estos ocho años ha demostrado que hay que avanzar, 
digamos, hacia un Código Penal Adolescente y no hacia un Código de Procedimiento Penal porque en 
materia de procedimiento no estamos tan mal. En materia penal de adultos tenemos un Código Penal - 
que es el que establece las penas, los atenuantes, los agravantes, etcétera- y un Código de 
Procedimiento Penal. Ahora deberíamos tener, sobre todo, un Código Penal que estableciera mínimos 
y máximos, que evitara excesos como el de la Jueza de Rosario que mencioné, y evitara también la 
aplicación de penas leves, como sucede en algunos casos en Montevideo. Ese sería el objetivo final y 
podría llevar algunos meses de elaboración porque implica la realización de acuerdos, etcétera. De acá 
hasta ese momento, podría aplicarse de modo experimental una norma como esta, con las limitaciones 
que mencioné -que puedo redactar y traer a la Comisión- e ir tomándole el pulso a la situación del 
INAU. Quizás podríamos empezar con lo mínimo, que sería prolongar la estadía a un mínimo de doce 
meses, sin posibilidad de pedir la libertad anticipada, para quienes cometan delitos graves -con 
posibilidad de ocasionar muerte- y dejar la flexibilidad para el resto, o sea sin pena mínima, como hasta 


ahora. Hay una modalidad común, que es muy frecuente y se ha puesto de moda en los últimos años, 
que consiste en barras de diez o quince adolescentes que, al entrar o salir de los bailes, arrasan con 
todo lo que encuentran en su camino como si fueran la langosta; vía arrebato, rapiña o patadas, se 
llevan championes, carteras, etcétera. Hemos visto esto varias veces y siempre en los bailes ubicados 
en la calle General Paz o en la calle Rondeau. Esos son muchachos comunes y silvestres -en general 
no son delincuentes- pero se ha puesto de moda que la barra más grande le saque los championes a 
la más chica. Formalmente, estos adolescentes son rapiñeros, han cometidos rapiñas, pero ¿vamos a 
mandar a todos presos por seis meses? Creo que es un exceso. Hay muchas rapiñas de esta 
naturaleza que son cometidas por adolescentes y no por adultos; estos últimos no cometen esa clase 
de “rapiñuelas”, como les llamamos nosotros. Los adultos están para la rapiña en serio y estas son 
cosas de muchachos. Sin embargo, formalmente, son rapiñas y habría que aplicarles esta norma. Creo 
que hay que tener ciertos márgenes para actuar o utilizar diferentes parámetros para distinguir 
situaciones. Aclaro que me estoy refiriendo al delito principal, porque en el resto casi no nos hacemos 
problemas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Sayagués Laso la información brindada y solicitamos 
que nos haga llegar los aportes que tenga por correo electrónico. Supongo que la semana que viene 
estaremos terminando el análisis de este proyecto de ley y quedaremos en condiciones de votarlo, por 
lo que le pediríamos que los enviara lo antes posible. 


SEÑOR SAYAGUÉS LASO.- Esta semana sin falta se los mandaré. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 27 minutos.) 
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